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TESIS Y JURISPRUDENCIAS DEL  

PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION. 

 
Para ver el texto completo de cualquiera de las tesis o jurisprudencias que a continuación se presentan, 

puede visitar la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente dirección: 

 

http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx# 

 
Al dar click en cualquiera de los rubros que a continuación se muestran será redirigido, en este mismo 

documento, a un extracto de la tesis o jurisprudencia en cuestión. 

 

1. Tesis: P./J. 1/2015 (10a.)  

PRINCIPIO DE INTERPRETACIÓN MÁS FAVORABLE A LA PERSONA. ES APLICABLE 

RESPECTO DE LAS NORMAS RELATIVAS A LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS QUE SEAN 

TITULARES LAS PERSONAS MORALES 

 

2. Tesis: 2a./J. 132/2014 (10a.)  

EMBARGO PRECAUTORIO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 144, FRACCIÓN XXX, DE LA LEY 

ADUANERA. DEBE REALIZARSE CONFORME AL DIVERSO 152 DE LA MISMA LEY, EN 

RELACIÓN CON EL 145 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

 

3. Tesis: 2a./J. 1/2015 (10a.)  

VISITA DOMICILIARIA. LOS DOCUMENTOS, LIBROS O REGISTROS, QUE COMO PRUEBA 
EXHIBA EL CONTRIBUYENTE PARA DESVIRTUAR IRREGULARIDADES, NO PUEDEN SER 
VALORADOS POR LOS VISITADORES, PUES SÓLO LES COMPETE DETALLARLOS Y HACER 
CONSTAR HECHOS U OMISIONES EN LAS ACTAS CIRCUNSTANCIADAS 

 
4. Tesis: 2a./J. 10/2015 (10a.)  

RECURSO DE REVOCACIÓN CONTRA EL CRÉDITO FISCAL DETERMINADO POR OMISIÓN 
EN LA PRESENTACIÓN DE DECLARACIONES A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 41, 
FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. DEBE INTERPONERSE HASTA LA 
PUBLICACIÓN DE LA CONVOCATORIA DE REMATE, EN CONGRUENCIA CON EL 
NUMERAL 127 DEL PROPIO ORDENAMIENTO 

 
5. Tesis: 2a./J. 13/2015 (10a.)  

http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx
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CONSTANCIAS DE NOTIFICACIÓN EN MATERIA FISCAL. NO LES SON APLICABLES LAS 
EXIGENCIAS PREVISTAS PARA LOS ACTOS QUE DEBEN NOTIFICARSE 
 

6. Tesis: 2a./J. 15/2015 (10a.)  

ACTA ADMINISTRATIVA DE "NEGATIVA DE VERIFICACIÓN." OBLIGACIÓN DE DESIGNAR 
TESTIGOS 
 

7. Tesis: IV.3o.A.39 A (10a.)  

MULTA EN MATERIA ADUANERA. LA GENERADA POR IRREGULARIDADES DETECTADAS 
DURANTE EL RECONOCIMIENTO DE MERCANCÍAS QUE NO IMPLIQUEN LA 
DETERMINACIÓN DE CONTRIBUCIONES O CUOTAS COMPENSATORIAS OMITIDAS NI EL 
EMBARGO PRECAUTORIO DE ÉSTAS, DEBE IMPONERSE AL LEVANTAR EL ACTA 
RESPECTIVA, SIN DAR VISTA AL CONTRIBUYENTE NI INICIAR PROCEDIMIENTO ALGUNO 
 

8. Tesis: 2a./J. 18/2015 (10a.)  

INMOVILIZACIÓN DE CUENTAS BANCARIAS. CONTRA EL ACTO QUE LA DECRETA NO 
PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 

 
9. Tesis: I.7o.A.125 A (10a.)  

RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 31 DEL REGLAMENTO DEL 
RECURSO DE INCONFORMIDAD. ES OPTATIVO SU AGOTAMIENTO, PREVIO AL JUICIO DE 
NULIDAD 
 

10. Tesis: XVII.2o.P.A.13 A (10a.)  

DEVOLUCIONES AUTOMÁTICAS DEL SALDO A FAVOR DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. 
LA RESPUESTA A LA SOLICITUD RELATIVA REALIZADA DE CONFORMIDAD CON LA 
REGLA I.2.3.1. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2012, QUE CONTIENE 
UNA FACILIDAD ADMINISTRATIVA, NO REQUIERE DE NOTIFICACIÓN 

 
11. Tesis: I.3o.A.2 A (10a.)  

REVISIÓN DE GABINETE. LA ORDEN RELACIONADA CON PERIODOS Y CONTRIBUCIONES 
MATERIA DE UN PROCEDIMIENTO DE FISCALIZACIÓN ANTERIOR DECLARADO NULO, 
CONTRAVIENE LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA, EN SU VERTIENTE ESPECÍFICA 
DEL PRINCIPIO NON BIS IN IDEM, SI EN ELLA NO SE ACREDITA LA EXISTENCIA DE 
HECHOS DIFERENTES 
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TESIS Y JURISPRUDENCIAS DEL 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 

 
Para ver el texto completo de cualquiera de las tesis o jurisprudencias que a continuación se presentan, 

puede visitar la revista mensual del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en la siguiente 

dirección: 

 

http://sctj.tfjfa.gob.mx/SCJI/assembly/JCMC?epoca=JURISP 

 
Al dar click en cualquiera de los rubros que a continuación se muestran será redirigido, en este mismo 

documento, a un extracto de la tesis o jurisprudencia en cuestión. 

 

1. Código Fiscal de la Federación  

VII-J-SS-184 

DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE CONTRIBUCIONES, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 41, 

FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- SÍ CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN 

DE CARÁCTER DEFINITIVO IMPUGNABLE A TRAVÉS DEL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO.- 

 

2. Ley Aduanera  

VII-J-1aS-138 

DERECHO DE TRÁMITE ADUANERO. DE CONFORMIDAD CON LOS ARTÍCULOS 89 DE LA 

LEY ADUANERA Y 122 DE SU REGLAMENTO SÓLO ESTÁ PREVISTA LA COMPENSACIÓN 

DEL.- 

 

3. Comercio Exterior 

VII-J-2aS-62 

ADMINISTRACIÓN CENTRAL DE FISCALIZACIÓN DE COMERCIO EXTERIOR. EN SU 

CARÁCTER DE AUTORIDAD ADUANERA, ES COMPETENTE PARA NEGAR EL TRATO 

ARANCELARIO PREFERENCIAL, EN APLICACIÓN AL TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE 

AMÉRICA DEL NORTE.-  

 

4. Ley Aduanera 

VII-J-2aS-63 

VALOR EN ADUANA, DE LA MERCANCÍA IMPORTADA. ELEMENTOS PARA SU 

DETERMINACIÓN.- 

http://sctj.tfjfa.gob.mx/SCJI/assembly/JCMC?epoca=JURISP
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5. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-693 

INTERÉS JURÍDICO. EL IMPORTADOR LO TIENE PARA IMPUGNAR MEDIANTE EL RECURSO 

DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EL 

PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN DE LOS BIENES IMPORTADOS, CUANDO 

SE DECLARA LA INVALIDEZ DEL CERTIFICADO DE ORIGEN Y SE LE DETERMINA UN 

CRÉDITO FISCAL.-  

 

6. Ley Aduanera 

VII-P-2aS-694 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA. LAS DILIGENCIAS 

REALIZADAS POR LA AUTORIDAD CUYO PROPÓSITO NO SEA EL DESAHOGO DE ALGUNA 

PRUEBA OFRECIDA POR EL INTERESADO NO IMPIDEN QUE EL EXPEDIENTE SE 

ENCUENTRE DEBIDAMENTE INTEGRADO.-  

 

7. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-695 

RECURSO DE REVOCACIÓN PROMOVIDO POR EL IMPORTADOR. NO ES CAUSA DE 

IMPROCEDENCIA QUE EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA EN MATERIA DE 

VERIFICACIÓN DE ORIGEN, EL EXPORTADOR LA HUBIERA IMPUGNADO PREVIAMENTE A 

TRAVÉS DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL.-  

 

8. Ley del Impuesto al Valor Agregado  

VII-P-2aS-696 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. CONCEPTO DE DESPERDICIO CONTENIDO EN EL 

ARTÍCULO 1°, FRACCIÓN II, INCISO B) DE LA LEY DE LA MATERIA (VIGENTE PARA 2006).-  

 

9. Ley del Impuesto al Valor Agregado 

VII-P-2aS-697 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. SUPUESTO REGULADO EN EL ARTÍCULO 1°, FRACCIÓN 

II, INCISO B) DE LA LEY DE LA MATERIA (VIGENTE PARA 2006).-  

 

10. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-700 

NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. EL LUGAR EN EL QUE SE FIJE EL DOCUMENTO A 

NOTIFICAR DEBE SER UN SITIO ABIERTO UBICADO DENTRO DE LAS OFICINAS DE LA 
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AUTORIDAD QUE REALICE LA DILIGENCIA, SIN QUE DEBA CONFUNDIRSE EL DOMICILIO 

OFICIAL DE DICHA AUTORIDAD CON EL ESPACIO FÍSICO QUE OCUPAN SUS OFICINAS.-  

 

11. Tratado de Libre Comercio de América del Norte 

VII-P-2aS-701 

CERTIFICADO DE ORIGEN. SU EXHIBICIÓN NO ES NECESARIA AL MOMENTO DE LA 

IMPORTACIÓN, PERO DEBE REALIZARSE AL SER REQUERIDO POR LA AUTORIDAD.-  

 

12. Tratado de Libre Comercio de América del Norte 

VII-P-2aS-702 

CERTIFICADO DE ORIGEN. SUPUESTO EN EL QUE NO ES NECESARIA SU TRADUCCIÓN 

 

13. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-703 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DE LA ORDEN PARA LLEVAR A CABO UNA 

NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 134, FRACCIÓN III, DEL 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013.-  

 

14. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-705 

NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. OBLIGACIÓN DEL NOTIFICADOR DE LEVANTAR ACTA 

CIRCUNSTANCIADA PREVIA.-  

 

15. Impuesto Sobre la Renta 

VII-P-2aS-711 

IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LA DEDUCCIÓN DEL 30% ADICIONAL POR COMPRAS DE 

MATERIA PRIMA AUTORIZADA A LOS MIEMBROS DE LA CÁMARA NACIONAL DE LAS 

INDUSTRIAS AZUCARERA Y ALCOHOLERA, ESTÁ SUJETA AL CUMPLIMIENTO DE LOS 

REQUISITOS DE FORMA Y OPORTUNIDAD ESTABLECIDOS EN LA REGLA I.2.15.5 DE LA 

RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2009.-  

 

16. Impuesto Sobre la Renta 

VII-P-2aS-712 

IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LA DEDUCCIÓN POR CONCEPTO DE INTERESES 

DEVENGADOS Y PÉRDIDA CAMBIARIA CON MOTIVO DE LA CONCESIÓN DE CRÉDITOS 

DEBE PROBARSE CON LAS CONSTANCIAS QUE ACREDITEN QUE SE REALIZARON LOS 

PAGOS QUE LOS ORIGINARON.-  
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17. Tratado de Libre Comercio de América del Norte 

VII-P-2aS-716 

VERIFICACIÓN DE ORIGEN.- EL IMPORTADOR TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA IMPUGNAR 

LA RESOLUCIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN DIRIGIDO AL 

EXPORTADOR/PRODUCTOR DE LAS MERCANCÍAS A FIN DE OBTENER SU NULIDAD.- De 

acuerdo a la jurisprudencia 2a./J. 23/2013 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación del rubro "INTERÉS JURÍDICO. EL IMPORTADOR LO TIENE PARA 

IMPUGNAR EL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN DE LOS BIENES 

IMPORTADOS, CUANDO SE DECLARA LA INVALIDEZ DEL CERTIFICADO DE ORIGEN Y SE LE 

DETERMINA UN CRÉDITO".- 

 

18. Tratado de Libre Comercio de América del Norte 

VII-P-2aS-729 

VERIFICACIÓN DE ORIGEN.- EL EJERCICIO DE LOS PROCEDIMIENTOS DEL TRATADO DE 

LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE ES DE CARÁCTER DISCRECIONAL.- 

 

19. Ley Aduanera 

VII-P-2aS-741 

PRINCIPIO DE INMEDIATEZ. NO APLICA EN LA GLOSA DE LA DOCUMENTACIÓN ANEXADA 

AL PEDIMENTO DE IMPORTACIÓN. QUE EN EL CASO SE AUTORIZA POR LA AUTORIDAD 

CON POSTERIORIDAD AL DESPACHO ADUANERO 

 

20. Tratados Internacionales 

VII-P-2aS-742 

RETROACTIVIDAD. LA SUPRESIÓN DE LAS MEDIDAS ANTIDUMPING REGULADAS EN EL 

ACUERDO CELEBRADO ENTRE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LA REPÚBLICA 

POPULAR DE CHINA EN MATERIA DE REMEDIO COMERCIAL, NO ES APLICABLE A 

OPERACIONES DE COMERCIO EXTERIOR RELACIONADAS CON LA CAUSACIÓN DE CUOTAS 

COMPENSATORIAS GENERADAS CON ANTERIORIDAD A SU EMISIÓN.- 

 

21. Ley Aduanera  

VII-P-2aS-743 

MERCANCÍA DE PROCEDENCIA EXTRANJERA.- DEBEN CONSTAR LOS DATOS RELATIVOS 

AL ACREDITAMIENTO DE SU TENENCIA LEGAL EN TERRITORIO NACIONAL EN LAS 

FACTURAS EXHIBIDAS POR EL CONTRIBUYENTE.- 

 

22. Tratados Internacionales 

VII-P-2aS-745 
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AUTORIDAD ADUANERA. CUENTA CON FACULTADES PARA REALIZAR VERIFICACIONES 

DE ORIGEN, FUERA DEL TERRITORIO NACIONAL.- 

 

23. Tratado de Libre Comercio de América del Norte 

VII-P-2aS-746 

TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE.- LA AUTORIDAD ADUANERA 

NO ESTÁ FACULTADA PARA REQUERIR LOS REGISTROS CONTABLES DEL EXPORTADOR O 

PROVEEDOR EN EL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN TRAMITADO 

MEDIANTE CUESTIONARIOS.- 

 

24. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-757 

ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. RESULTA ILEGAL LA QUE TIENE POR OBJETO VERIFICAR 

EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES EN MATERIA ADUANERA, SI NO SE FUNDAN LAS 

FACULTADES DE LA AUTORIDAD EN LA FRACCIÓN V, DEL ARTÍCULO 42, DEL CÓDIGO 

FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- 

 

25. Ley Aduanera 

VII-P-2aS-760 

APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 4/2010.- SU INVOCACIÓN SERÁ APLICABLE 

HASTA ANTES DE LA REFORMA DEL ARTÍCULO 152 DE LA LEY ADUANERA MEDIANTE 

DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE 27 DE ENERO DE 2012, CONFORME AL 

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL CITADO DECRETO.- 

 

26. Ley Aduanera 

VII-P-2aS-762 

ARTÍCULO 152 DE LA LEY ADUANERA VIGENTE HASTA ANTES DE LA REFORMA DEL 27 DE 

ENERO DE 2012. SU DEBIDA APLICACIÓN.-  

 

27. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-764 

NOTIFICACIÓN FISCAL. SU CIRCUNSTANCIACIÓN EN EL ACTA PARCIAL DE INICIO 

LEVANTADA CON MOTIVO DE UNA VISITA DOMICILIARIA SE RIGE POR LAS REGLAS DE LA 

SANA CRÍTICA.-  

 

28. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-765 
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ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. LA CATEGORÍA DEL CONTRIBUYENTE REVISADO 

DERIVA DEL OBJETO DE LA FACULTAD EJERCIDA CUANDO SE TRATA DE LA VERIFICACIÓN 

DE LA PROCEDENCIA DE UNA SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN.-  

 

29. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-767 

VISITA DOMICILIARIA. TRATÁNDOSE DE UNA SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN LA 

AUTORIDAD FISCAL TIENE ESA FACULTAD PARA COMPROBAR LA EXISTENCIA DE LAS 

OPERACIONES QUE SUSTENTAN LA PETICIÓN.-  

 

30. Comercio Exterior 

VII-P-2aS-770 

REGLA 2.4.3. DE LA RESOLUCIÓN EN MATERIA ADUANERA DE LA DECISIÓN 2/2000 DEL 

CONSEJO CONJUNTO DEL ACUERDO INTERINO SOBRE COMERCIO Y CUESTIONES 

RELACIONADAS CON EL COMERCIO ENTRE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LA 

COMUNIDAD EUROPEA Y SUS ANEXOS 1 Y 2, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 

FEDERACIÓN EL 31 DE DICIEMBRE DE 2002 Y SUS MODIFICACIONES DEL 30 DE ABRIL DE 

2004, 14 DE DICIEMBRE DE 2006 Y 26 DE ABRIL DE 2007.- SUPUESTO EN QUE LA 

AUTORIDAD ADUANERA DEBE OTORGAR AL IMPORTADOR UN PLAZO DE 30 DÍAS PARA 

SUBSANAR IRREGULARIDADES DETECTADAS EN LA DECLARACIÓN EN FACTURA.-  

 

31. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-775 

CADUCIDAD DE LAS FACULTADES DE LAS AUTORIDADES FISCALES. ARTÍCULO 67 DEL 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.-  

 

32. Ley Aduanera 

VII-P-2aS-776 

CÓMPUTO DEL PLAZO DE 4 MESES A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 152 DE LA LEY 

ADUANERA. CONCLUYE EL MISMO DÍA DEL MES CALENDARIO POSTERIOR A AQUÉL EN 

QUE SE INICIÓ.-  

 

33. Ley Aduanera 

VII-P-2aS-777 

RESOLUCIÓN EN MATERIA ADUANERA EMITIDA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 152 DE LA 

LEY DE LA MATERIA, SURTE EFECTOS AL DÍA SIGUIENTE DE SU NOTIFICACIÓN.- 

 

34. Comercio Exterior 

VII-P-2aS-779 
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CERTIFICADOS DE ORIGEN. NO REQUIEREN DE APOSTILLAMIENTO, SI NO RESULTA 

APLICABLE LA CONVENCIÓN DE LA HAYA A LOS REFERIDOS DOCUMENTOS.- 

 

35. Tratados Internacionales 

VII-TA-2aS-19 

BENEFICIOS TRIBUTARIOS DERIVADOS DE UN TRATADO O CONVENIO INTERNACIONAL. 

SU ANÁLISIS SOLO ES ÚTIL CUANDO SE ESTÁ ANTE UN INGRESO GRAVABLE PARA 

EFECTOS DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA MEXICANO.- 

 

36. Ley del Impuesto Sobre la Renta 

VII-TA-2aS-21 

INDEMNIZACIONES. SUPUESTO EN EL QUE NO SE CONSIDERAN INGRESOS GRAVABLES 

PARA EFECTOS DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA.- 

 

37. Ley del Impuesto Sobre la Renta 

VII-TA-2aS-22 

RENTA. LOS INGRESOS DERIVADOS DE INDEMNIZACIONES POR PERJUICIOS SE 

CONSIDERAN GRAVABLES PARA EFECTOS DEL IMPUESTO RELATIVO, NO ASÍ CUANDO EL 

RESARCIMIENTO SEA POR DAÑOS.- 

 

38. Código Fiscal de la Federación 

VII-CASR-NCI-3 

ACREEDOR PREFERENTE RESPECTO DEL FISCO FEDERAL PARA RECIBIR EL PAGO DE 

CRÉDITOS PROVENIENTES DE INGRESOS QUE LA FEDERACIÓN DEBIÓ PERCIBIR. 

ACREDITAMIENTO DE DICHO CARÁCTER ANTE LA AUTORIDAD EJECUTORA.- 

 

39. Reglamento de la ley del Seguro Social en materia de Afiliación, Clasificación de 

Empresas, Recaudación y Fiscalización 

VII-CASR-NCI-4 

INCORRECTA CLASIFICACIÓN DE UNA EMPRESA EN EL CATÁLOGO DE ACTIVIDADES 

ESTABLECIDO EN EL REGLAMENTO DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL EN MATERIA DE 

AFILIACIÓN, CLASIFICACIÓN DE EMPRESAS, RECAUDACIÓN Y FISCALIZACIÓN. EL HECHO 

QUE EL SEGURO SOCIAL, HUBIERA LLEVADO A CABO EL REGISTRO CORRESPONDIENTE, 

NO SE TRADUCE EN UNA RESOLUCIÓN FAVORABLE PARA QUIEN OBTUVO ESE 

REGISTRO.- 

 

40. Código Fiscal de la Federación 

VII-CASA-III-46 
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EMPRESARIAL A TASA ÚNICA. EL CRÉDITO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 11 DE LA LEY 

DEL IMPUESTO RELATIVO, NO ES SUSCEPTIBLE DE COMPENSAR DE CONFORMIDAD CON 

EL ARTÍCULO 23 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- 

 

41. Código Fiscal de la Federación 

VII-CASA-III-47 

REGLAS I.2.2.4. Y I.2.8.1.4. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2013, QUE 

PREVÉN ALGUNAS CAUSALES PARA DEJAR SIN EFECTOS LOS COMPROBANTES FISCALES 

IMPRESOS CON DISPOSITIVO DE SEGURIDAD DE LOS CONTRIBUYENTES, NO SON 

ILEGALES, DADO QUE NO INCIDEN EN UNA MATERIA SUJETA A RESERVA DE LEY, Y NO 

REBASAN EL CONTEXTO LEGAL Y/O REGLAMENTARIO QUE RIGE SU EMISIÓN, POR LO 

QUE DEBEN DE CUMPLIRSE TALES REGULACIONES.- 

 

42. Ley del Seguro Social 

VII-CASA-III-49 

RECLASIFICACIÓN DE EMPRESAS Y DETERMINACIÓN DE GRADO DE RIESGO PARA EL 

GRUPO DE TIENDAS DEPARTAMENTALES ESPECIALIZADAS POR LÍNEA DE MERCANCÍAS.- 

LA RECTIFICACIÓN DEBE TOMAR EN CUENTA LOS SUPUESTOS Y LAS EXCEPCIONES 

PREVISTAS EN EL CATÁLOGO DE ACTIVIDADES DEL ARTÍCULO 196 DEL REGLAMENTO DE 

LA LEY DEL SEGURO SOCIAL EN MATERIA DE AFILIACIÓN, CLASIFICACIÓN DE EMPRESAS, 

RECAUDACIÓN Y FISCALIZACIÓN.- 

 

43. Ley Federal de los Derechos del Contribuyente 

VII-CASA-V-63 

MULTA DEL 20% DE LAS CONTRIBUCIONES OMITIDAS. SU PAGO DEBE EFECTUARSE AL 

MOMENTO DE LA AUTOCORRECCIÓN.- 

 

44. Ley Federal de los Derechos del Contribuyente 

VII-CASA-V-64 

MULTAS DE FONDO PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 76, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO 

FISCAL DE LA FEDERACIÓN. SON PROCEDENTES SI EL CONTRIBUYENTE NO ACREDITA 

HABER REALIZADO EL PAGO DE LA MULTA EQUIVALENTE AL 20% DE LAS 

CONTRIBUCIONES OMITIDAS CUANDO AUTOCORRIGIÓ SU SITUACIÓN FISCAL 

 

45. Código Fiscal de la Federación 

VII-CASA-V-65 

RESPONSABILIDAD SOLIDARIA. CÉDULAS DE INVESTIGACIÓN DE PATRONES NO 

LOCALIZADOS O INSOLVENTES. NO ACREDITAN LA NO LOCALIZACIÓN DEL DEUDOR SI NO 

ESTÁN DEBIDAMENTE CIRCUNSTANCIADAS.- 
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TESIS Y JURISPRUDENCIAS DEL  

PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION. 

 

http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx# 
 

 

1. Tesis: P./J. 1/2015 (10a.) 

PRINCIPIO DE INTERPRETACIÓN MÁS FAVORABLE A LA PERSONA. ES APLICABLE 
RESPECTO DE LAS NORMAS RELATIVAS A LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS QUE SEAN 
TITULARES LAS PERSONAS MORALES.- El artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, al disponer que en los Estados Unidos Mexicanos todas las 
personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en dicha Constitución y en los 
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las 
garantías para su protección, no prevé distinción alguna, por lo que debe interpretarse en 
el sentido de que comprende tanto a las personas físicas, como a las morales, las que 
gozarán de aquellos derechos en la medida en que resulten conformes con su naturaleza y 
fines. En consecuencia, el principio de interpretación más favorable a la persona, que 
como imperativo establece el párrafo segundo del citado precepto, es aplicable respecto 
de las normas relativas a los derechos humanos de los que gocen las personas morales, 
por lo que deberán interpretarse favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia, a 
condición de que no se trate de aquellos derechos cuyo contenido material sólo pueda ser 
disfrutado por las personas físicas, lo que habrá de determinarse en cada caso concreto. 

 

2. Tesis: 2a./J. 132/2014 (10a.)  

EMBARGO PRECAUTORIO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 144, FRACCIÓN XXX, DE LA LEY 
ADUANERA. DEBE REALIZARSE CONFORME AL DIVERSO 152 DE LA MISMA LEY, EN 
RELACIÓN CON EL 145 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- El artículo 144, fracción 
XXX, citado prevé la facultad de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público de ordenar y 
trabar embargo precautorio conforme al Código Fiscal de la Federación, cuando se omita 
el aviso de entrada o salida al territorio nacional de cantidades en efectivo, en cheques 
nacionales o extranjeros, en órdenes de pago o en cualquier otro documento por cobrar 
o una combinación de ellos, superiores al equivalente en la moneda o monedas de que 
se trate, a diez mil dólares de los Estados Unidos de América. En ese sentido, el artículo 
145 del código indicado dispone el procedimiento que debe llevarse a cabo tratándose 
del embargo precautorio de bienes o de la negociación cuando se trate de créditos 
fiscales determinados no exigibles, precisando como finalidad la de garantizar el interés 
fiscal; objetivo que al incidir en su naturaleza, establece determinadas reglas que podrían 
resultar contrarias a la finalidad buscada con los embargos precautorios en materia 
aduanera, consistente en lograr el respeto al orden público y satisfacer el interés social 

http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx
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que exige el acatamiento a las normas legales respectivas y, por tanto, impedir que se 
continúe su transgresión. Por ello, este último precepto debe integrarse con lo dispuesto 
en el artículo 152 de la Ley Aduanera, que señala el procedimiento a seguir en materia 
aduanera en las hipótesis no contempladas en el artículo 151 del propio ordenamiento, 
como es el caso. 

 
3. Tesis: 2a./J. 1/2015 (10a.)  

VISITA DOMICILIARIA. LOS DOCUMENTOS, LIBROS O REGISTROS, QUE COMO PRUEBA 
EXHIBA EL CONTRIBUYENTE PARA DESVIRTUAR IRREGULARIDADES, NO PUEDEN SER 
VALORADOS POR LOS VISITADORES, PUES SÓLO LES COMPETE DETALLARLOS Y HACER 
CONSTAR HECHOS U OMISIONES EN LAS ACTAS CIRCUNSTANCIADAS.- El artículo 46 del 
Código Fiscal de la Federación no establece, como facultad de los visitadores, valorar las 
pruebas que el contribuyente ofrezca durante la práctica de una visita domiciliaria con la 
finalidad de desvirtuar irregularidades detectadas en la última acta parcial, pues sólo les 
compete hacer constar su exhibición, levantando el acta circunstanciada donde se 
asiente la existencia de los documentos aportados por el contribuyente, ya que como 
auxiliares de las autoridades fiscales sólo están facultados para asentar los hechos u 
omisiones que observen durante la visita, pero dentro de sus atribuciones no se 
encuentra la de determinar créditos fiscales, a través de la valoración de los 
documentos, libros o registros que como prueba exhiba el particular. 

 
4. Tesis: 2a./J. 10/2015 (10a.)  

RECURSO DE REVOCACIÓN CONTRA EL CRÉDITO FISCAL DETERMINADO POR OMISIÓN 
EN LA PRESENTACIÓN DE DECLARACIONES A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 41, 
FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. DEBE INTERPONERSE HASTA LA 
PUBLICACIÓN DE LA CONVOCATORIA DE REMATE, EN CONGRUENCIA CON EL 
NUMERAL 127 DEL PROPIO ORDENAMIENTO.- Del análisis a los artículos citados y a lo 
expuesto durante los procedimientos legislativos que les dieron origen, se concluye que, 
tratándose de créditos fiscales determinados presuntivamente con motivo de la omisión 
en la presentación de declaraciones periódicas para el pago de contribuciones, el 
contribuyente puede incoar el recurso de revocación, en cuyo caso deberá interponerlo 
conforme al artículo 127 referido, en tanto que el requerimiento de pago del crédito 
fincado a su cargo da origen al procedimiento administrativo de ejecución, lo que 
actualiza la aplicación de la regla excepcional prevista en ese precepto que establece 
que, tratándose de violaciones en el procedimiento, aquel recurso se podrá hacer valer 
hasta la publicación de la convocatoria de remate, y dentro de los diez días siguientes a 
la fecha de publicación de la citada convocatoria. 

 
5. Tesis: 2a./J. 13/2015 (10a.)  

CONSTANCIAS DE NOTIFICACIÓN EN MATERIA FISCAL. NO LES SON APLICABLES LAS 
EXIGENCIAS PREVISTAS PARA LOS ACTOS QUE DEBEN NOTIFICARSE.- Conforme al 
artículo 38 del Código Fiscal de la Federación, los actos que deben notificarse deben 
contener, entre otros, la firma del funcionario competente, lo cual es acorde con los 
artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con lo 
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sostenido por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el sentido de que ello 
otorga certeza del acto de molestia. Sin embargo, la ley no prevé tales exigencias 
respecto de las actas levantadas con motivo de la diligencia de notificación de dichos 
actos, en razón de que en éstos se contiene el poder decisorio ejercido por la autoridad, 
cuya naturaleza y efectos jurídicos son distintos al de aquellas que se levantan para 
circunstanciar la diligencia de comunicación, cuya finalidad consiste en poner de 
manifiesto la forma en que se da noticia del acto administrativo al interesado; de ahí que 
no les resultan aplicables las exigencias que el referido numeral dispone para los actos 
que han de notificarse. Por tanto, la manifestación de la parte actora en el contencioso 
administrativo, de que las constancias relativas a la notificación del acto impugnado no 
contienen la firma autógrafa del personal actuante, no puede tener los mismos efectos 
que la hecha en tal sentido respecto de la del funcionario competente en el acto 
impugnado, de suerte que no es dable exigir a la autoridad demandada en el juicio de 
nulidad que acredite que las constancias de la actuación ostentan firma autógrafa. 
 

6. Tesis: 2a./J. 15/2015 (10a.)  

ACTA ADMINISTRATIVA DE "NEGATIVA DE VERIFICACIÓN." OBLIGACIÓN DE DESIGNAR 
TESTIGOS.- En respeto al principio de seguridad jurídica y, como lo ordena el artículo 66 
de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de toda visita de verificación 
practicada conforme al procedimiento establecido en esa ley se levantará acta 
circunstanciada en presencia de 2 testigos propuestos por la persona con quien se 
entienda la diligencia o por quien la practique si aquélla se negara a proponerlos, en la 
cual deben asentarse todos los actos ejecutados durante el desarrollo de la visita, desde 
que el verificador se presenta para iniciarla hasta su conclusión, con independencia de 
que entre uno y otro momento se suceda una serie de actos o sólo se levante acta de 
"negativa de verificación," ante la imposibilidad de practicarla por la oposición de la 
persona o personas con quienes habría de entenderse. Lo anterior es así, porque el 
hecho de que lo asentado en el acta sea la negativa de verificación no la hace diferente a 
cualquiera otra acta circunstanciada levantada con motivo de una visita de verificación. 
 
 

7. Tesis: IV.3o.A.39 A (10a.)  

MULTA EN MATERIA ADUANERA. LA GENERADA POR IRREGULARIDADES DETECTADAS 
DURANTE EL RECONOCIMIENTO DE MERCANCÍAS QUE NO IMPLIQUEN LA 
DETERMINACIÓN DE CONTRIBUCIONES O CUOTAS COMPENSATORIAS OMITIDAS NI EL 
EMBARGO PRECAUTORIO DE ÉSTAS, DEBE IMPONERSE AL LEVANTAR EL ACTA 
RESPECTIVA, SIN DAR VISTA AL CONTRIBUYENTE NI INICIAR PROCEDIMIENTO 
ALGUNO.- Conforme al artículo 46 de la Ley Aduanera, cuando la autoridad, con motivo 
del reconocimiento de mercancías se percate de alguna irregularidad, la hará constar en 
el documento que para tal efecto se levante, de conformidad con el procedimiento 
previsto en los artículos 150 a 153 de la legislación mencionada. Por su parte, el artículo 
152, último párrafo, del propio ordenamiento señala: "... Cuando proceda la imposición 
de sanciones, sin la determinación de contribuciones o cuotas compensatorias omitidas 
ni el embargo precautorio de mercancías, la autoridad aduanera determinará el crédito 
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fiscal, sin necesidad de sustanciar el procedimiento establecido en este artículo y en el 
artículo 150 de la ley, quedando a salvo los derechos del contribuyente mediante el 
recurso de revocación establecido en el Código Fiscal de la Federación.". De lo anterior 
se obtiene que, si durante el reconocimiento aduanero se detectan irregularidades que 
generen la imposición de una multa en términos del numeral 152 indicado, es 
innecesario dar vista al contribuyente e iniciar algún otro procedimiento, pues 
expresamente prevé la obligación de determinar el crédito fiscal respectivo, al levantar el 
acta referida. 

 
8. Tesis: 2a./J. 18/2015 (10a.)  

INMOVILIZACIÓN DE CUENTAS BANCARIAS. CONTRA EL ACTO QUE LA DECRETA NO 
PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.- De los artículos 28 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, en su texto reformado mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010, 116, 117, 120, 
121 y 127 del Código Fiscal de la Federación, deriva que el acto que decreta la 
inmovilización de cuentas bancarias puede impugnarse en forma optativa a través del 
recurso de revocación, o bien, del juicio contencioso administrativo y que, en ambos 
casos, puede solicitarse la suspensión de tal acto, sin mayores requisitos que los 
previstos en la Ley de Amparo. En esta línea, una vez dictada la sentencia en el 
procedimiento contencioso administrativo, puede promoverse el juicio de amparo en la 
vía uniinstancial. 

 
9. Tesis: I.7o.A.125 A (10a.)  

RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 31 DEL REGLAMENTO DEL 
RECURSO DE INCONFORMIDAD. ES OPTATIVO SU AGOTAMIENTO, PREVIO AL JUICIO DE 
NULIDAD.- Conforme al artículo citado, es obligatoria la interposición del recurso de 
revocación contra, entre otros, el auto que desecha un recurso de inconformidad instado 
ante el Instituto Mexicano del Seguro Social, pues la palabra "deberá" que usa esa norma 
revela una regla de estricto cumplimiento. No obstante, dicho numeral debe 
interpretarse de manera conforme (artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos) con el principio de legalidad (preceptos 14 y 16 constitucionales), del 
que deriva el diverso de reserva de ley en la restricción de derechos fundamentales 
(artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos), así como en relación 
con el derecho fundamental de acceso a la justicia (artículo 17 constitucional, vinculado 
con los numerales 8 y 25 del Pacto de San José), para concluir que se trata de un recurso 
optativo, y que su falta de promoción no impide instar el juicio de nulidad. Lo contrario 
implicaría que una disposición reglamentaria restringiera el derecho fundamental de 
acceso a la justicia, al imponer al gobernado una traba injustificada, previo a aquel juicio. 

 
10. Tesis: XVII.2o.P.A.13 A (10a.)  

DEVOLUCIONES AUTOMÁTICAS DEL SALDO A FAVOR DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. 
LA RESPUESTA A LA SOLICITUD RELATIVA REALIZADA DE CONFORMIDAD CON LA 
REGLA I.2.3.1. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2012, QUE CONTIENE 
UNA FACILIDAD ADMINISTRATIVA, NO REQUIERE DE NOTIFICACIÓN.- Cuando en una 
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declaración fiscal presentada mediante formato electrónico se solicitó la devolución del 
saldo a favor del impuesto sobre la renta, de conformidad con la regla I.2.3.1. de la 
Resolución Miscelánea Fiscal para 2012, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
28 de diciembre de 2011, que contiene una facilidad administrativa para el 
contribuyente y establece que el resultado que se obtenga a la solicitud puede 
consultarse en la página de Internet del Servicio de Administración Tributaria, no se 
requiere que la autoridad hacendaria realice la notificación de la respuesta expresa 
recaída a la solicitud de manera diversa, toda vez que desde que el contribuyente realizó 
su declaración fiscal vía electrónica, bajo el programa de devoluciones automáticas y se 
sujetó a dicha facilidad administrativa, tuvo conocimiento de que la respuesta a su 
solicitud se obtendría por el mismo medio, por lo que no debe esperar a que se le 
practique alguna notificación, sino realizar la consulta correspondiente en la referida 
página electrónica, atento a la regla citada. 

 
11. Tesis: I.3o.A.2 A (10a.)  

REVISIÓN DE GABINETE. LA ORDEN RELACIONADA CON PERIODOS Y CONTRIBUCIONES 
MATERIA DE UN PROCEDIMIENTO DE FISCALIZACIÓN ANTERIOR DECLARADO NULO, 
CONTRAVIENE LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA, EN SU VERTIENTE ESPECÍFICA 
DEL PRINCIPIO NON BIS IN IDEM, SI EN ELLA NO SE ACREDITA LA EXISTENCIA DE 
HECHOS DIFERENTES.- El principio mencionado, contenido en el artículo 23 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como una forma específica de 
evitar los actos arbitrarios de molestia mediante la prohibición de reiterar la incidencia 
de la autoridad en la esfera de derechos de los particulares por hechos que han sido 
juzgados, resulta aplicable a todas las ramas jurídicas y ha sido reiterado en los artículos 
16, 19 y 20 de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente. En consecuencia, con 
independencia de la razón por la que se declaró la nulidad de un procedimiento de 
revisión de gabinete anterior, la autoridad está obligada a motivar debidamente una 
nueva orden por los mismos periodos y contribuciones, comprobando la existencia de 
hechos diferentes y que éstos se acrediten en el mandamiento, en términos de las 
normas legales citadas, no obstante que se involucren nuevas contribuciones y, de no 
hacerlo así, la orden deviene ilegal y contraria a la garantía de seguridad jurídica, en su 
vertiente específica del principio non bis in idem, pues tanto el domicilio como la 
privacidad de los papeles (información contable) son tutelados por aquélla en igual 
intensidad y donde existe la misma razón debe aplicarse la misma disposición. 
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http://sctj.tfjfa.gob.mx/SCJI/assembly/JCMC?epoca=JURISP 

 
1. Código Fiscal de la Federación  

VII-J-SS-184 

DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE CONTRIBUCIONES, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 41, 

FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- SÍ CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN 

DE CARÁCTER DEFINITIVO IMPUGNABLE A TRAVÉS DEL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO.- De la debida interpretación a los artículos 41, primer párrafo, fracción 

II y penúltimo párrafo, 117 y 120 del Código Fiscal de la Federación, se desprende que el 

legislador otorgó a la autoridad fiscal, las facultades de determinación y liquidación 

derivadas de un incumplimiento en la presentación de declaraciones periódicas para el 

pago de contribuciones. Asimismo, se establece para ese caso, que el recurso de 

revocación sólo procede en contra del procedimiento administrativo de ejecución, 

instaurado para hacer efectivo el crédito fiscal determinado en forma presuntiva y que, al 

interponerlo podrán hacerse valer agravios en contra de tal determinación. Por 

consiguiente, la determinación presuntiva de contribuciones, emitida con fundamento en 

el artículo 41, fracción II, del Código Fiscal de la Federación, en la que no se inició el 

procedimiento administrativo de ejecución, sí constituye un acto de autoridad de carácter 

definitivo, pues, además de ser emitido por una autoridad fiscal federal en la que 

determinó una obligación fiscal, es decir, una cantidad líquida; la interposición del recurso 

de revocación es optativa para el interesado antes de acudir ante el Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa. En esos términos, dicha determinación presuntiva, se 

encuadra en la fracción I y antepenúltimo párrafo del artículo 14 de la Ley Orgánica del 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, pues se trata de una resolución 

definitiva impugnable a través del juicio contencioso administrativo. 

 

2. Ley Aduanera  

VII-J-1aS-138 

DERECHO DE TRÁMITE ADUANERO. DE CONFORMIDAD CON LOS ARTÍCULOS 89 DE LA 

LEY ADUANERA Y 122 DE SU REGLAMENTO SÓLO ESTÁ PREVISTA LA COMPENSACIÓN 

DEL.- El artículo 89 de la Ley Aduanera prevé que los datos contenidos en el pedimento 

son definitivos y sólo podrán modificarse mediante la rectificación a dicho pedimento, 

siempre y cuando no se modifiquen las unidades de medidas previstas en las leyes de los 

impuestos generales de importación, el número de piezas, volumen, los demás datos que 

permitan la cuantificación de las mercancías, la descripción, naturaleza, estados, 

cualidades de las mismas, datos que determinen su origen, el Registro Federal de 

http://sctj.tfjfa.gob.mx/SCJI/assembly/JCMC?epoca=JURISP
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Contribuyentes del exportador o importador, el régimen aduanero al que estén destinados 

los bienes y el número de candados oficiales cuando se utilicen en los medios de 

transporte que contengan las mercancías; asimismo, se pueden rectificar los pedimentos 

el número de veces que se necesite, siempre que se realice antes de activar el mecanismo 

de selección automatizado, ya que una vez activado, sólo se podrá rectificar hasta en dos 

ocasiones, cuando tal rectificación origine un saldo a favor o bien no exista saldo ninguno; 

por otro lado, el numeral 122 del Reglamento de la Ley Aduanera indica que en el caso 

previsto en el artículo 89 de la Ley Aduanera, los importadores y exportadores que tengan 

cantidades a su favor derivadas del pago del derecho de trámite aduanero podrán 

compensarlas contra las que estén obligados a pagar del mismo derecho; en ese sentido, 

de conformidad con las disposiciones antes precisadas la devolución del derecho de 

trámite aduanero originado por la rectificación de los pedimentos de importación una vez 

que se acreditó el origen de las mercancías no está prevista, pues sólo es procedente la 

compensación contra el mismo derecho. 

 

3. Comercio Exterior 

VII-J-2aS-62 

ADMINISTRACIÓN CENTRAL DE FISCALIZACIÓN DE COMERCIO EXTERIOR. EN SU 

CARÁCTER DE AUTORIDAD ADUANERA, ES COMPETENTE PARA NEGAR EL TRATO 

ARANCELARIO PREFERENCIAL, EN APLICACIÓN AL TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE 

AMÉRICA DEL NORTE.- Conforme a la normatividad doméstica la Administración de que se 

trata, tiene el carácter de autoridad aduanera, por lo que cuenta con facultades para 

aplicar las disposiciones de los tratados internacionales de los que México sea Parte como 

lo es, el Tratado de Libre Comercio de América del Norte, como se establece, entre otros, 

en la fracción XXV del artículo 144 de la Ley Aduanera. Así, de acuerdo a lo previsto en el 

artículo 506 (1)(a) del referido Tratado Comercial, en relación con las Reglas 39, 47 y 48 de 

las Reglamentaciones Uniformes de septiembre de 1995, de dicho pacto internacional, se 

tiene que la Administración Central de Fiscalización de Comercio Exterior, es competente 

para verificar si un bien importado a territorio nacional califica como originario, aplicando 

cualquiera de los procedimientos de verificación regulados en el artículo 506 en cita, como 

lo es a través de cuestionarios escritos, dirigidos, al exportador y/o productor del bien en 

el territorio de otra Parte, por lo que si una vez notificado el cuestionario y el cuestionario 

subsecuente, en los términos establecidos en el supracitado ordenamiento internacional, 

no se da respuesta a los mismos, en los plazos establecidos en la misma norma, la 

autoridad aduanera, se encuentra facultada para determinar la improcedencia del trato 

arancelario preferencial, sin necesidad de que califique previamente o durante cualquiera 

de los actos emitidos dentro del referido procedimiento de verificación, la invalidez del 

certificado de origen, al no existir norma doméstica alguna ni en el tratado de libre 

comercio, que así lo establezca. 
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4. Ley Aduanera  

VII-J-2aS-63 

VALOR EN ADUANA, DE LA MERCANCÍA IMPORTADA. ELEMENTOS PARA SU 

DETERMINACIÓN.- De lo dispuesto por los artículos 64, 65, 67 y 71 de la Ley Aduanera, se 

desprende que la base gravable para determinar el impuesto general de importación es el 

valor en aduana de la mercancía, mismo que será el valor de transacción de la misma, 

cuando se cumpla con las siguientes circunstancias: 1.- Que no existan restricciones a la 

enajenación o utilización de las mercancías por el importador con las excepciones ahí 

anotadas. 2.- Que la venta para exportación con destino al territorio nacional o el precio 

de las mercancías no dependan de alguna condición o contraprestación cuyo valor no 

pueda determinarse con relación a las mercancías a valorar. 3.- Que no se revierta directa 

ni indirectamente al vendedor parte alguna del producto de la enajenación posterior o de 

cualquier cesión o utilización ulterior de las mercancías efectuadas por el importador, 

salvo en el monto en que se haya realizado el ajuste señalado en la fracción IV del artículo 

65 de la propia Ley, y 4.- Que no exista vinculación entre el importador y el vendedor, o 

que en caso de que exista, la misma no haya influido en el valor de transacción. Asimismo 

se establece, que en caso de que no se reúna alguna de las circunstancias enunciadas, 

para determinar la base gravable del impuesto general de importación deberá estarse a lo 

previsto en el artículo 71 de la Ley, que establece los métodos que se aplicarán en orden 

sucesivo y por exclusión, para calcular la base gravable del impuesto general de 

importación cuando no pueda determinarse conforme al valor de transacción de las 

mercancías importadas, por lo que es necesario que la autoridad indique de manera 

expresa en su resolución cómo determinó el valor en aduana de la mercancía importada. 

 

5. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-693 

INTERÉS JURÍDICO. EL IMPORTADOR LO TIENE PARA IMPUGNAR MEDIANTE EL RECURSO 

DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EL 

PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN DE LOS BIENES IMPORTADOS, CUANDO 

SE DECLARA LA INVALIDEZ DEL CERTIFICADO DE ORIGEN Y SE LE DETERMINA UN 

CRÉDITO FISCAL.- Si bien el artículo 506 del Tratado de Libre Comercio de América del 

Norte no previene que el importador tenga participación dentro del procedimiento de 

verificación de origen que se practica con el exportador o productor; en el caso de que en 

la resolución definitiva recaída a dicho procedimiento se declare la invalidez de los 

certificados de origen en los que se sustentó la importación de mercancías y, como 

consecuencia, se determine al importador un crédito fiscal, este tiene interés jurídico para 

impugnar dicha resolución, así como el procedimiento respectivo, en la medida que se le 

causa una afectación a su esfera jurídica. Por tanto, al haberse dictado la resolución 
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definitiva en materia de verificación de origen por una autoridad aduanera, en su contra 

es procedente el recurso de revocación previsto en el Código Fiscal de la Federación, por 

así disponerse en el artículo 203 de la Ley Aduanera al establecer que, en contra de todas 

las resoluciones definitivas que dicten las autoridades aduaneras procederá el recurso de 

revocación establecido en el artículo 116 del Código Fiscal de la Federación. 

 

6. Ley Aduanera 

VII-P-2aS-694 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA. LAS DILIGENCIAS 

REALIZADAS POR LA AUTORIDAD CUYO PROPÓSITO NO SEA EL DESAHOGO DE ALGUNA 

PRUEBA OFRECIDA POR EL INTERESADO NO IMPIDEN QUE EL EXPEDIENTE SE 

ENCUENTRE DEBIDAMENTE INTEGRADO.- Conforme al artículo 152 de la Ley Aduanera, el 

procedimiento administrativo en materia aduanera inicia con la emisión del escrito o acta 

circunstanciada en el que se den a conocer los hechos u omisiones que impliquen la 

omisión de contribuciones, cuotas compensatorias y, en su caso, la imposición de 

sanciones, en el que además se señale al interesado que cuenta con un plazo de diez días 

para presentar alegatos y pruebas que desvirtúen las irregularidades, debiendo la 

autoridad emitir la resolución correspondiente en un plazo que no excederá de cuatro 

meses, contados a partir del día siguiente a aquel en que se encuentre debidamente 

integrado el expediente, entendiéndose por esto último, cuando hubieran vencido los 

plazos para la presentación de todos los escritos de pruebas y alegatos. Asimismo, la 

propia disposición establece que, para efectos de que la autoridad esté en condiciones de 

emitir la resolución respectiva, podrá ordenar la práctica de las diligencias necesarias para 

el desahogo de las pruebas ofrecidas. Sin embargo, las actuaciones de la autoridad que no 

tengan como propósito el desahogo de las pruebas, no pueden considerarse aptas para 

definir la fecha a partir de la cual el expediente se encuentra debidamente integrado ni, 

por ende, afectan el cómputo de cuatros meses con el que cuenta la autoridad para emitir 

la resolución que concluya el procedimiento administrativo en materia aduanera. 

 

7. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-695 

RECURSO DE REVOCACIÓN PROMOVIDO POR EL IMPORTADOR. NO ES CAUSA DE 

IMPROCEDENCIA QUE EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA EN MATERIA DE 

VERIFICACIÓN DE ORIGEN, EL EXPORTADOR LA HUBIERA IMPUGNADO PREVIAMENTE A 

TRAVÉS DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL.- Si bien de una 

interpretación literal del artículo 124, fracción III del Código Fiscal de la Federación se 

desprende que, es improcedente el recurso de revocación cuando se haga valer contra 

actos administrativos que hayan sido impugnados ante el Tribunal Federal de Justicia 
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Fiscal y Administrativa, dicha disposición no puede ser sustento para desechar un recurso 

de revocación promovido por el importador en contra de la resolución definitiva recaída al 

procedimiento de verificación de origen, cuando la misma resolución hubiera sido 

controvertida previamente por la exportadora mediante el juicio contencioso 

administrativo federal. Ello es así, ya que de un interpretación conforme de dicho artículo 

y, atendiendo al principio pro persona, el motivo de improcedencia solo se actualiza en el 

supuesto de que una misma persona impugne un acto o resolución ante este Tribunal y 

simultáneamente, en contra del mismo, promueva el recurso de revocación, pues con ello 

se permitiría que respecto de un mismo acto o resolución ejerciera acciones diferentes, 

situación que no ocurre cuando personas distintas controvierten un mismo acto o 

resolución pero eligen medios de impugnación desiguales, pues en este caso, el derecho 

de una persona a elegir la vía de impugnación tiene como soporte el derecho humano de 

acceso a la justicia, el cual no puede verse limitado por el hecho de que un tercero elija 

una vía diferente, aun cuando el acto o la resolución materia de la controversia sea la 

misma. 

 

8. Ley del Impuesto al Valor Agregado  

VII-P-2aS-696 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. CONCEPTO DE DESPERDICIO CONTENIDO EN EL 

ARTÍCULO 1°, FRACCIÓN II, INCISO B) DE LA LEY DE LA MATERIA (VIGENTE PARA 2006).- 

De conformidad con el proceso legislativo que dio origen al precepto legal de mérito, se 

advierte que tuvo como finalidad regular la actividad consistente en la compra de 

desperdicio, ya sea para usarlo como materia prima o para comercializarlo, debiendo 

entenderse que la expresión "desperdicio" se refiere al material de desecho, residuo, 

basura en general y que pueda ser aprovechable, sin que se observe de dicho proceso 

legislativo, acotación alguna que sugiera que se hacía referencia a una clase específica de 

material o que fuera resultante de una actividad en particular, por lo que si en la especie 

el legislador no hizo precisión alguna que limite o que circunscriba la expresión en 

cuestión, debe asumirse que la palabra desperdicio atiende en su acepción a las 

características que a la misma se le atribuyen en forma general. Por ello el uso de dicha 

expresión se encuentra vinculado o asociado a su vez a la de desecho o residuo, entre 

otros, vocablos que permiten inferir que con ello se hace referencia a aquellos materiales 

o bienes que son desechados, tirados o abandonados, por ya no ser útiles desde la 

perspectiva de aquel que los adquirió con un fin, ya sea como parte de un proceso 

económico productivo (transformador, generador, creador, etc.), o para su uso o 

consumo. De ahí que la noción de dicha expresión necesariamente parte de la idea de 

"utilidad", característica asignada a las cosas en general, que de forma convencional 

permite calificarlas y distinguir aquellas que satisfacen o cumplen con una finalidad de las 

que no lo hacen, por lo que la materia que puede ser considerada como desperdicio será 
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en forma general aquella respecto de la cual ya no pueda afirmarse que es poseedora de 

la característica de "utilidad". Sin embargo, lo anterior no puede estar sujeto simplemente 

a la libre apreciación de cualquier persona, sino tal cuestión debe forzosamente ser 

producto de la valoración de aquel que precisamente está en la condición de calificar esa 

utilidad, es decir, la percepción que debe tomarse en cuenta para definir si se trata de 

"desperdicios" será la de aquel que adquirió la cosa con el fin de darle la "utilidad" para la 

cual fue creado dicho bien. En consecuencia, para efectos de lo señalado en el inciso b), de 

la fracción II del artículo 1° de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, vigente para el año 

2006, un bien o cosa en general, se transforma en "desperdicio" cuando la persona que la 

adquirió, con el fin de darle el uso conforme a la naturaleza del mismo, la desecha por ya 

no serle "útil". 

 

9. Ley del Impuesto al Valor Agregado 

VII-P-2aS-697 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. SUPUESTO REGULADO EN EL ARTÍCULO 1°, FRACCIÓN 

II, INCISO B) DE LA LEY DE LA MATERIA (VIGENTE PARA 2006).- De dicha porción 

normativa se desprende que estarán obligados a efectuar la retención del impuesto que se 

les traslade a las personas morales con motivo de la adquisición de desperdicios para ser 

utilizados como insumos o para comercializarlos, supuesto que está enfocado a regular el 

caso del proceso primario de reciclaje, es decir, la recolección de ese desperdicio de las 

calles, basureros, depósitos, etc., a fin de someterlo a algún proceso industrial como la 

limpieza, separación, clasificación, entre otros. Ahora bien, si una persona moral adquiere 

materiales que fueron sometidos por sus proveedores a alguno de los procesos 

mencionados, esos materiales no pueden constituir desechos, pues dicho proceso 

primario de recolección, separación, limpieza y clasificación, constituye un proceso 

industrial que da lugar a la generación de semiproductos, productos o materias primas, 

mismos que pueden ser adquiridos por empresas que a su vez continúan con su 

procesamiento o con su comercialización. En consecuencia, si una persona moral, no 

realiza ese procedimiento primario de reciclaje por no realizar ella la recolección de esos 

desechos y someterlos a los procesos de separación, limpieza y clasificación, sino adquiere 

los materiales resultantes, es inconcuso que no se surte la hipótesis regulada en el inciso 

b), la fracción II del artículo 1° de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, pues no se trata 

de la adquisición de materiales que puedan ser considerados como desperdicios. Lo 

anterior, en términos de lo dispuesto por el artículo 5° del Código Fiscal de la Federación, 

en el sentido de que las normas que imponen cargas a los particulares son de aplicación 

estricta, razón por la que la aplicación de supuesto normativo en cuestión debe atender 

específicamente al caso de adquisición de desperdicios. 
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10. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-700 

NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. EL LUGAR EN EL QUE SE FIJE EL DOCUMENTO A 

NOTIFICAR DEBE SER UN SITIO ABIERTO UBICADO DENTRO DE LAS OFICINAS DE LA 

AUTORIDAD QUE REALICE LA DILIGENCIA, SIN QUE DEBA CONFUNDIRSE EL DOMICILIO 

OFICIAL DE DICHA AUTORIDAD CON EL ESPACIO FÍSICO QUE OCUPAN SUS OFICINAS.- De 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 139 en relación con la fracción III del artículo 

134, ambos del Código Fiscal de la Federación, la notificación por estrados debe ceñirse al 

siguiente procedimiento: i) fijar el documento a notificar en un lugar abierto al público, ii) 

dicho lugar deberá ubicarse en las oficinas de la autoridad que efectúe la notificación, iii) 

en su defecto, se publicará el referido documento en la página electrónica que establezca 

la autoridad que deba notificar el acto, por un periodo de 15 días, iv) dicho plazo se 

computará a partir del día siguiente a aquel en que se fije o publique el documento a 

notificar, y v) se tendrá como fecha de notificación el décimo sexto día a partir de que 

comience el cómputo del plazo. En ese orden de ideas, el lugar en el que se deben fijar los 

documentos a notificar, debe estar ubicado físicamente dentro de las oficinas de la 

autoridad que lleve a cabo la notificación, sin que pueda considerarse en este caso que el 

domicilio que ocupa dicha autoridad necesariamente equivale o corresponde al lugar a 

que se refiere la norma en cuestión, ya que el primero constituye la localización oficial de 

una autoridad, en tanto que el segundo es el lugar dentro del espacio que ocupan sus 

oficinas que está destinado a esta clase de notificaciones, pues no debe dejar de tomarse 

en cuenta que es posible que varias autoridades compartan un mismo inmueble y que por 

ende tengan el mismo domicilio, lo que de ninguna forma implica que bastará que se 

destine un solo lugar en ese inmueble para cumplir con lo antes señalado, toda vez que al 

establecer el numeral de mérito que cada autoridad deberá contar con ese espacio dentro 

de sus oficinas, consecuentemente cada autoridad en forma individual deberá asignar un 

lugar específico para ello. 

 

11. Tratado de Libre Comercio de América del Norte 

VII-P-2aS-701 

CERTIFICADO DE ORIGEN. SU EXHIBICIÓN NO ES NECESARIA AL MOMENTO DE LA 

IMPORTACIÓN, PERO DEBE REALIZARSE AL SER REQUERIDO POR LA AUTORIDAD.- El 

artículo 502 (1) (a) (b) (c) del Tratado de Libre Comercio de América del Norte y la Regla 

25, fracciones I, II y IV, de la Resolución por la que se establecen las reglas de carácter 

general relativas a la aplicación de las disposiciones en materia aduanera del Tratado de 

Libre Comercio de América del Norte, son coincidentes en establecer como obligación a 

cargo del importador que realice actos comerciales bajo trato arancelario preferencial al 

amparo del citado convenio internacional, las condiciones siguientes: 1) declarar tal 

circunstancia por escrito en el pedimento de importación con base en un certificado de 
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origen válido, 2) tener dicho certificado en su poder al momento de realizar la declaración 

y, 3) proporcionar una copia del mismo cuando sea requerido por la autoridad; es por ello 

que, no es válido que la autoridad exija que el certificado de origen sea exhibido al 

momento del despacho aduanero, pues ninguna de las disposiciones a las que se ha hecho 

referencia establece tal imperativo, por el contrario, son contestes en prever el deber de 

ponerlo a disposición de la autoridad aduanera hasta el momento en que le sea requerido, 

siendo lo anterior complementado con lo dispuesto en la Regla 27 de la citada Resolución, 

la cual menciona que una vez requerido y exhibido dicho certificado, si la autoridad 

advierte irregularidades en su contenido, deberá prevenir al importador para que en el 

plazo de cinco días hábiles presente una copia del certificado en el que haya subsanado la 

observación detectada. 

 

12. Tratado de Libre Comercio de América del Norte 

VII-P-2aS-702 

CERTIFICADO DE ORIGEN. SUPUESTO EN EL QUE NO ES NECESARIA SU TRADUCCIÓN.- El 

artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos tutela el derecho 

humano de justicia pronta y expedita, que impone como obligación a los órganos 

impartidores de justicia respetar tal prerrogativa a fin de no prolongar los juicios con 

dilaciones procesales innecesarias. Bajo esta premisa tenemos que, si en el juicio 

contencioso administrativo federal, la actora, con el objeto de acreditar el origen de las 

mercancías importadas, exhibe el certificado de origen en idioma extranjero y, este no es 

objetado por la autoridad en cuanto a su validez, autenticidad, contenido y alcance, es 

procedente que el órgano resolutor le otorgue valor probatorio aún y cuando haya sido 

presentado en esos términos, fundamentalmente por dos razones, la primera en el 

sentido de que tal cuestión no es materia de controversia en el juicio y, la segunda para 

garantizar el derecho que tiene a su favor el demandante de obtener justicia pronta y 

expedita. 

 

13. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-703 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DE LA ORDEN PARA LLEVAR A CABO UNA 

NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 134, FRACCIÓN III, DEL 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013.- 

Partiendo de la base que la notificación es el medio a través del cual se hace del 

conocimiento del gobernado el contenido de un acto de autoridad, es evidente que este 

acto y no su notificación, ha de cumplir con el requisito de fundamentación y motivación 

señalado en los artículos 16 constitucional y 38, fracción IV, del Código Fiscal de la 

Federación; razón por la cual, tratándose de una notificación fiscal por estrados, es 

necesario que la autoridad califique, de manera fundada y motivada, la actualización de 
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alguno de los supuestos de procedencia señalados en el artículo 134, fracción III, del 

Código Fiscal de la Federación. De suerte que se estima que para la emisión de una 

notificación fiscal por estrados, debe de existir primero una orden que así lo determine, en 

la que se indique, de manera razonada, que se ha actualizado alguno de los supuestos de 

procedencia de ese tipo de comunicación, es decir, que la autoridad precise los 

fundamentos y motivos que la llevaron a concluir que la persona a quien deba notificarse 

no se localiza en el domicilio que haya señalado para efectos del Registro Federal de 

Contribuyentes; se ignora su domicilio o el de su representante; si ha desaparecido; se ha 

opuesto a la diligencia de notificación; se ha colocado en el supuesto previsto en el 

artículo 110, fracción V, del citado ordenamiento legal, o bien en los demás casos que 

dispongan las leyes fiscales y el código de la materia. Así, una vez que se cumplimenta la 

emisión a la orden fundada y motivada de realizar una notificación por estrados, se deberá 

llevar a cabo el procedimiento descrito en el artículo 139 del Código Fiscal de la 

Federación, el cual establece que se fijará durante quince días consecutivos el documento 

que se pretenda notificar, en un sitio abierto al público de las oficinas de la autoridad que 

efectúe la notificación o publicando el documento, durante el mismo plazo, en la página 

electrónica que al efecto establezcan las autoridades fiscales, de lo cual esta dejará 

constancia en el expediente respectivo. Lo anterior, en razón a que una notificación por 

estrados, es un acto directamente destinado a limitar la esfera jurídica del particular, en 

tanto que es un medio de comunicación de carácter subsidiario, que presupone la 

existencia de alguna de las hipótesis mencionadas en la precitada porción normativa, cuya 

actualización impide que el acto de autoridad se dé a conocer al interesado a través de 

una diligencia realizada en su domicilio, de ahí que antes de efectuar materialmente una 

notificación por estrados, sea necesario que una autoridad califique, de manera fundada y 

motivada, la actualización de alguno de los supuestos de procedencia señalados en el 

numeral 134, fracción III, del Código Tributario Federal. 

 

14. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-705 

NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. OBLIGACIÓN DEL NOTIFICADOR DE LEVANTAR ACTA 

CIRCUNSTANCIADA PREVIA.- En términos del artículo 134, fracciones I y III, en relación 

con el diverso 137 del Código Fiscal de la Federación, vigentes hasta el 31 de diciembre de 

2013, existe la obligación del notificador de levantar un acta circunstanciada de la 

diligencia de notificación en donde se haga mención de los hechos acontecidos en la 

misma para efectos de dejar constancia fehaciente de la comunicación de dicho acto; por 

ende, tratándose del abandono del domicilio fiscal después de iniciadas las facultades de 

comprobación, una de las hipótesis para la procedencia de una notificación por estrados, 

es que el acta contenga razón pormenorizada de ese abandono, debiendo asentarse la 

forma y términos en que el notificador se cercioró estar en el domicilio correcto de la 
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contribuyente buscada, fecha y hora en que se realizaron las diligencias, y todas aquellas 

referencias necesarias que demuestren el momento en que se efectuaron, verbigracia 

cómo advirtió que el lugar se encontraba cerrado y desocupado o abandonado, así como 

señalar qué vecinos le informaron de la ausencia del contribuyente buscado, es decir, 

anotar minuciosamente todas y cada una de las vicisitudes por las cuales se acredite tal 

hecho, para que con ello se tenga por válida la referida diligencia y cumplir así a cabalidad 

el principio de seguridad jurídica en materia tributaria. 

 

15. Impuesto Sobre la Renta 

VII-P-2aS-711 

IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LA DEDUCCIÓN DEL 30% ADICIONAL POR COMPRAS DE 

MATERIA PRIMA AUTORIZADA A LOS MIEMBROS DE LA CÁMARA NACIONAL DE LAS 

INDUSTRIAS AZUCARERA Y ALCOHOLERA, ESTÁ SUJETA AL CUMPLIMIENTO DE LOS 

REQUISITOS DE FORMA Y OPORTUNIDAD ESTABLECIDOS EN LA REGLA I.2.15.5 DE LA 

RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2009.- Toda vez que durante los ejercicios 2005, 

2006, 2007 y 2008 los integrantes de la Cámara Nacional de las Industrias Azucarera y 

Alcoholera, contribuyentes del impuesto sobre la renta, tuvieron la facilidad de deducir el 

70% de sus adquisiciones a través del esquema de autofacturación establecido mediante 

las reglas de carácter general, mediante oficio número 600-04-01-2009-75220 de fecha 25 

de mayo de 2009, la Administración General Jurídica del Servicio de Administración 

Tributaria, autorizó a dichos contribuyentes a través de ese esquema a deducir el 30% 

adicional de las compras hechas durante dichos ejercicios, debiendo cumplir con los 

requisitos establecidos por la regla I.2.15.5 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2009, a 

más tardar el 31 de diciembre de ese mismo año. Ahora bien, dicha regla establece que los 

adquirentes de materia prima podrán comprobar las erogaciones a través de un 

comprobante digital emitido por un proveedor de servicios de generación, cumpliendo 

con las tres condiciones siguientes: i) que se solicite por cada operación la generación y 

emisión de un comprobante; ii) que se imprima dos veces cada comprobante; y iii) que se 

entregue una impresión a la persona física, recabando en la otra, la firma de dicha persona 

como constancia de su consentimiento para la emisión de dicho comprobante digital. En 

consecuencia, para que los contribuyentes miembros de la Cámara de referencia estén en 

posibilidad de deducir el 30% adicional en cuestión por concepto de compras de materia 

prima, no solo deben dar cumplimiento a los requisitos de la regla I.2.15.5 de la Resolución 

Miscelánea Fiscal para 2009, sino que deben de hacerlo a más tardar en la fecha indicada 

en el oficio número 600-04-01-2009-75220, esto es, al 31 de diciembre de 2009. En tal 

virtud, aquellos que pretenden obtener dicho beneficio deben ceñirse a las condiciones y 

requisitos establecidos en el mismo, tanto de forma, constituidos por la firma de los 

productores en los comprobantes, así como los de temporalidad, que se traduce en la 

exhibición de los mismos antes de fecha límite para su aportación. 
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16. Impuesto Sobre la Renta 

VII-P-2aS-712 

IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LA DEDUCCIÓN POR CONCEPTO DE INTERESES 

DEVENGADOS Y PÉRDIDA CAMBIARIA CON MOTIVO DE LA CONCESIÓN DE CRÉDITOS 

DEBE PROBARSE CON LAS CONSTANCIAS QUE ACREDITEN QUE SE REALIZARON LOS 

PAGOS QUE LOS ORIGINARON.- Toda vez que de conformidad con lo dispuesto por el 

artículo 31, primer párrafo, fracción III de la ley de la materia, las deducciones deberán 

estar amparadas con documentación que reúna los requisitos de las disposiciones fiscales 

respectivas, en el caso de los intereses devengados a cargo y la pérdida cambiaria que 

tienen como origen créditos otorgados a un contribuyente, a fin de que proceda la 

deducción por dichos conceptos se debe acreditar fehacientemente la existencia de los 

pagos que fueron realizados y que motivan la deducción. En consecuencia, no basta que se 

pretenda sustentar dicha deducción, con la exhibición del contrato o contratos en los que 

se haya convenido la concesión del crédito o con los calendarios de pagos pactados, ya 

que tales instrumentos no acreditan que efectivamente se realizaron los pagos en 

cuestión, sino solamente la obligación aceptada por parte del deudor, lo que de ninguna 

forma puede servir de base para considerar que en la realidad se efectuaron los mismos, 

al no tenerse la certeza de la fecha, monto y condiciones particulares en las que fueron 

realizados, razón por la que tales probanzas no son idóneas para soportar 

documentalmente dichas deducciones. 

  

17. Tratado de Libre Comercio de América del Norte 

VII-P-2aS-716 

VERIFICACIÓN DE ORIGEN.- EL IMPORTADOR TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA IMPUGNAR 

LA RESOLUCIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN DIRIGIDO AL 

EXPORTADOR/PRODUCTOR DE LAS MERCANCÍAS A FIN DE OBTENER SU NULIDAD.- De 

acuerdo a la jurisprudencia 2a./J. 23/2013 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación del rubro "INTERÉS JURÍDICO. EL IMPORTADOR LO TIENE PARA 

IMPUGNAR EL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN DE LOS BIENES 

IMPORTADOS, CUANDO SE DECLARA LA INVALIDEZ DEL CERTIFICADO DE ORIGEN Y SE LE 

DETERMINA UN CRÉDITO".- el importador tiene interés jurídico para impugnar la 

resolución que declara la invalidez del certificado de origen, así como los actos del 

procedimiento respectivo, sin que ello implique que tenga derecho para intervenir en 

este, porque le es ajeno, sino solo a impugnarlo cuando se declara inválido el certificado 

de origen y se le determina un crédito fiscal; por tanto, si en el juicio contencioso 

administrativo el importador controvierte como actos impugnados resoluciones que 

derivan de diversos procedimientos de verificación de origen, y en uno de estos no se 

comprueba que se hayan notificado los cuestionarios, así como la resolución definitiva a la 
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empresa productora/exportadora, se podrá declarar la nulidad de dicha resolución a favor 

del importador; y si en otro de dichos procedimientos impugnados, solo se demuestra que 

no se notificó la resolución definitiva a la empresa productora/exportadora, esta 

resolución no puede surtir efectos en contra de la importadora, de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 506 apartado 11, del Tratado de Libre Comercio de América del 

Norte, al ser requisito ineludible conforme a dicho precepto su notificación por escrito 

tanto al importador del bien como a la persona que haya llenado y firmado el certificado 

de origen que lo ampara para que surta efectos. 

 

18. Tratado de Libre Comercio de América del Norte 

VII-P-2aS-729 

VERIFICACIÓN DE ORIGEN.- EL EJERCICIO DE LOS PROCEDIMIENTOS DEL TRATADO DE 

LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE ES DE CARÁCTER DISCRECIONAL.- El artículo 

506 del Tratado de Libre Comercio dispone los Procedimientos para verificar el origen 

convenidos por las Partes suscriptoras del acuerdo comercial; sin embargo, de ninguna de 

sus disposiciones se puede desprender la obligación para la autoridad aduanera en 

México, de agotar invariablemente tales mecanismos de verificación previstos a nivel 

internacional cuando ha iniciado sus facultades de comprobación en territorio nacional 

con fundamento en la Ley Aduanera y el Código Fiscal de la Federación. En efecto, la 

interpretación que se debe imprimir al artículo 506 de referencia, no es en el sentido de 

considerar a los medios de verificación en él establecidos, como etapas de una misma 

secuela procedimental, sino que se trata de vías diversas e independientes que la 

autoridad fiscalizadora en México puede discrecionalmente elegir para llevar a cabo la 

verificación del origen, en forma conjunta o independiente de las facultades de 

comprobación que ejerza en territorio nacional al amparo de la legislación doméstica. 

 

19. Ley Aduanera 

VII-P-2aS-741 

PRINCIPIO DE INMEDIATEZ. NO APLICA EN LA GLOSA DE LA DOCUMENTACIÓN ANEXADA 

AL PEDIMENTO DE IMPORTACIÓN. QUE EN EL CASO SE AUTORIZA POR LA AUTORIDAD 

CON POSTERIORIDAD AL DESPACHO ADUANERO.- En el caso de que el procedimiento 

aduanero no inicie con motivo de irregularidades detectadas en el primer o segundo 

reconocimiento aduanero o en la verificación de mercancías en transporte o en la revisión 

(en el despacho aduanero) de la documentación anexa al pedimento, sino con la revisión 

de esa documentación efectuada con posterioridad al despacho aduanero en la oficina de 

la autoridad aduanera, no procede la aplicación del principio de inmediatez, el cual 

procede en aquellos casos en los cuales la autoridad detecta irregularidades en la revisión 

física de las mercancías o de la revisión documental efectuada en el despacho aduanero. 
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20. Tratados Internacionales 

VII-P-2aS-742 

RETROACTIVIDAD. LA SUPRESIÓN DE LAS MEDIDAS ANTIDUMPING REGULADAS EN EL 

ACUERDO CELEBRADO ENTRE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LA REPÚBLICA 

POPULAR DE CHINA EN MATERIA DE REMEDIO COMERCIAL, NO ES APLICABLE A 

OPERACIONES DE COMERCIO EXTERIOR RELACIONADAS CON LA CAUSACIÓN DE CUOTAS 

COMPENSATORIAS GENERADAS CON ANTERIORIDAD A SU EMISIÓN.- El 13 de octubre de 

2008, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto Promulgatorio del 

Acuerdo entre los Gobiernos de los Estados Unidos Mexicanos y el de la República Popular 

de China en materia de medidas de remedio comercial, mediante el cual el primero se 

comprometió a eliminar todas las medidas antidumping sobre importaciones de productos 

originarios de China clasificadas en las fracciones arancelarias listadas en el Anexo 7 del 

Protocolo de Adhesión de China a la Organización Mundial de Comercio; el cual no puede 

ser aplicado a operaciones de comercio exterior relacionadas con la causación de cuotas 

compensatorias que operaron con anterioridad a su emisión, pues implicaría darle un 

injustificado efecto retroactivo en contravención con el artículo 1º, de ese ordenamiento, 

que expresamente limita su aplicación a situaciones futuras; por ende, solo a las 

celebradas a partir de su entrada en vigor. 

 

21. Ley Aduanera  

VII-P-2aS-743 

MERCANCÍA DE PROCEDENCIA EXTRANJERA.- DEBEN CONSTAR LOS DATOS RELATIVOS 

AL ACREDITAMIENTO DE SU TENENCIA LEGAL EN TERRITORIO NACIONAL EN LAS 

FACTURAS EXHIBIDAS POR EL CONTRIBUYENTE.- De una interpretación armónica de lo 

dispuesto por los artículos 117 de la Ley Aduanera vigente en 1985, y 5° de su Reglamento 

se desprende que la tenencia de mercancías de procedencia extranjera se podrá amparar 

con factura expedida por empresario establecido, misma que deberá llenar los requisitos 

que señala el Reglamento, que entre otros son: domicilio del comprador; fecha de 

expedición; descripción de la mercancía, consignando los datos de identificación; precios 

unitarios y total de la mercancía; y número y fecha del documento aduanero relativo a la 

importación y aduana por la que se tramitó, cuando la factura ampare la venta de primera 

mano de mercancías de importación; requisitos que de no cumplirse llevan a este Órgano 

Jurisdiccional a no otorgarles valor probatorio a dichas facturas, para acreditar la legal 

estancia y tenencia de la mencionada mercancía. 

 

22. Tratados Internacionales 

VII-P-2aS-745 

AUTORIDAD ADUANERA. CUENTA CON FACULTADES PARA REALIZAR VERIFICACIONES 

DE ORIGEN, FUERA DEL TERRITORIO NACIONAL.- Conforme lo establecido por el artículo 
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506, del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, en relación con las disposiciones 

del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 22 de marzo de 2001 y el correspondiente, dado a conocer 

mediante ese mismo medio de difusión el 6 de junio de 2005, esto es, en sus artículos 18, 

Apartado R, fracción II, en relación con el diverso 17, Apartado A, fracciones XXX, XXXI, 

XLVIII, Apartado B, fracción XV, así como los diversos 20, Apartado R, fracción II, en 

relación con el artículo 19, Apartado A, fracciones XLII, LXXXIII y Apartado B, fracción XV, 

es incuestionable que la autoridad aduanera, se encuentra facultada entre otras, para 

llevar a cabo la verificación de origen de las mercancías importadas a territorio nacional, a 

través de cuestionarios, por lo que no resulta lógico ni jurídico considerar la posibilidad de 

ejercer dicha atribución, sin la posibilidad de remitir los cuestionarios al extranjero, 

cuando los efectos jurídicos, esto es, importación de mercancías, se realiza en territorio 

mexicano. 

 

23. Tratado de Libre Comercio de América del Norte 

VII-P-2aS-746 

TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE.- LA AUTORIDAD ADUANERA 

NO ESTÁ FACULTADA PARA REQUERIR LOS REGISTROS CONTABLES DEL EXPORTADOR O 

PROVEEDOR EN EL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN TRAMITADO 

MEDIANTE CUESTIONARIOS.- De conformidad con los artículos 31 y 32 de la Convención 

de Viena de 1969 sobre Derecho de los Tratados con relación a los artículos 102 y 2206 de 

dicho instrumento internacional en materia comercial, las disposiciones de éste deben 

interpretarse de buena fe conforme al significado común que debe atribuirse a las 

palabras en el contexto de sus disposiciones teniendo en cuenta su objeto y fin. De ahí 

que, en términos del inciso a) del numeral 1 del artículo 506 del citado tratado 

internacional, se infiere que la palabra cuestionario significa solamente una serie de 

preguntas para obtener información, ello en términos de su significado en el lenguaje 

ordinario o común. Asimismo, en el contexto del inciso b) del numeral 1 del artículo 506 

de referencia, no puede atribuirse a la palabra cuestionario el significado relativo a que 

implique el requerimiento de los registros contables con el fin de que sean revisados en las 

oficinas de la autoridad aduanera, en virtud de que expresamente se estipuló que uno de 

los objetos y finalidades de la visita, en las instalaciones del productor o proveedor, es la 

revisión de sus registros contables. Consecuentemente, la autoridad aduanera, en el 

cuestionario escrito, debe limitarse a formular una serie de preguntas con la finalidad de 

obtener únicamente información del exportador o proveedor extranjero para determinar 

si los bienes, que enajena a los importadores, califican como originarios para la aplicación 

del trato arancelario preferencial. Por añadidura, debe tenerse en cuenta que en las reglas 

35 y 36 de las Reglas de Carácter General relativas a la Aplicación de las Disposiciones en 

Materia Aduanera de ese Tratado, la autoridad mexicana impuso a los exportadores o 
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proveedores mexicanos la obligación de poner a disposición de las autoridades aduaneras 

norteamericanas o canadienses sus registros contables exclusivamente mediante visitas 

de origen. Por tal motivo, bajo el principio de reciprocidad internacional, a su vez no se 

justifica que la autoridad aduanera mexicana, en contravención al sentido literal y 

contextual del artículo 506 en análisis, pueda además revisar los registros contables de los 

exportadores o proveedores extranjeros mediante cuestionarios escritos, siendo que el 

procedimiento idóneo es una visita de verificación. 

 

24. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-757 

ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. RESULTA ILEGAL LA QUE TIENE POR OBJETO VERIFICAR 

EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES EN MATERIA ADUANERA, SI NO SE FUNDAN LAS 

FACULTADES DE LA AUTORIDAD EN LA FRACCIÓN V, DEL ARTÍCULO 42, DEL CÓDIGO 

FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- A efecto de que se encuentre debidamente fundada una 

orden de visita domiciliaria emitida por la autoridad fiscal que tiene por objeto revisar el 

cumplimiento de obligaciones en materia aduanera, como son entre otras, verificar la 

legal importación, tenencia o estancia en el país de mercancías de procedencia extranjera, 

en el domicilio visitado; debe fundarse para ello, en la fracción V, del artículo 42, del 

Código Fiscal de la Federación, el cual prevé expresamente la facultad de las autoridades 

fiscales para practicar visitas domiciliarias a los contribuyentes, a fin de verificar el 

cumplimiento de las obligaciones fiscales en materia aduanera. Lo anterior, en virtud de 

que, en la Exposición de Motivos de la iniciativa de Decreto que reforma, adiciona y 

deroga diversas disposiciones fiscales, que reforma, entre otras, la fracción V del artículo 

42 del Código Fiscal de la Federación, presentada el 8 de septiembre de 2009, se expuso 

que existían obligaciones de los particulares en materia aduanera, que no eran revisadas 

por la autoridad fiscal o aduanera, por lo que se propuso que también se revisara su 

cumplimiento, contando para ello con un procedimiento de inspección ágil, similar al que 

se establece para verificar el cumplimiento de obligaciones en materia de expedición de 

comprobantes fiscales, y con ello robustecer los mecanismos para el control del 

cumplimiento de las obligaciones fiscales. 

 

25. Ley Aduanera 

VII-P-2aS-760 

APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 4/2010.- SU INVOCACIÓN SERÁ APLICABLE 

HASTA ANTES DE LA REFORMA DEL ARTÍCULO 152 DE LA LEY ADUANERA MEDIANTE 

DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE 27 DE ENERO DE 2012, CONFORME AL 

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL CITADO DECRETO.- Si bien es cierto que en la 

jurisprudencia P./J. 4/2010, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

determinó que el artículo 152, de la Ley Aduanera, resulta violatorio a la garantía de 
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seguridad jurídica, al no establecer un plazo para que la autoridad aduanera elabore y 

notifique el acta de irregularidades, derivada del reconocimiento aduanero efectuado a 

mercancías de difícil identificación, también lo es que mediante "Decreto por el que se 

reforma el artículo 152 de la Ley Aduanera" publicado en el Diario Oficial de la Federación 

el 27 de enero de 2007, fue subsanada dicha violación, al establecer el término de seis 

meses para que se notificara al interesado por escrito o acta circunstanciada los hechos u 

omisiones advertidos, contados a partir del acta de toma de muestras de las mercancías 

de difícil identificación, por tal motivo, la Jurisprudencia P./J. 4/2010, solo será aplicable 

en los casos que derive del procedimiento administrativo en materia aduanera respecto 

de mercancías de difícil identificación y que se funde el acto en el artículo 152, de la Ley 

Aduanera vigente hasta el 26 de enero de 2012, conforme al artículo Segundo Transitorio 

del citado Decreto, que establece que "Los despachos, las operaciones y los 

procedimientos en trámite serán concluidos conforme a las disposiciones vigentes al 

momento de su iniciación". 

 

26. Ley Aduanera 

VII-P-2aS-762 

ARTÍCULO 152 DE LA LEY ADUANERA VIGENTE HASTA ANTES DE LA REFORMA DEL 27 DE 

ENERO DE 2012. SU DEBIDA APLICACIÓN.- Para determinar el ámbito de aplicación 

temporal del artículo 152 de la Ley Aduanera, que ha tenido diversas reformas, tratándose 

de mercancías de difícil identificación, se debe atender a lo dispuesto en el artículo 

segundo transitorio del Decreto por el que se reforma el artículo 152 de la Ley Aduanera, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de enero de 2012, el cual dispone que: 

"Los despachos, las operaciones y los procedimientos en trámite serán concluidos 

conforme a las disposiciones vigentes al momento de su iniciación.", de ahí que si el 

pedimento de importación se presenta ante la Aduana respectiva, para someterlo al 

mecanismo de selección automatizado, resulta reconocimiento aduanero y la mercancía 

amparada es de difícil identificación, todo ello con fecha anterior a la citada reforma, se 

debe analizar la litis planteada tomando en cuenta el texto del artículo 152 de la Ley 

Aduanera, vigente hasta antes de la reforma del 27 de enero de 2012; en el entendido de 

que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha declarado, específicamente para el 

procedimiento que se sigue en el caso de mercancías de difícil clasificación arancelaria, 

que el artículo 152 de la Ley Aduanera, antes de la reforma referida, es inconstitucional 

por no establecer un plazo para la emisión del oficio de hechos y omisiones, mediante la 

jurisprudencia P./J. 4/2010, visible en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo XXXI, 

del mes de febrero de 2010, página 5, cuyo rubro es el siguiente: "ACTA DE 

IRREGULARIDADES DE MERCANCÍAS DE DIFÍCIL IDENTIFICACIÓN. EL ARTÍCULO 152 DE LA 

LEY ADUANERA, AL NO ESTABLECER UN PLAZO PARA QUE LA AUTORIDAD LA ELABORE Y 

NOTIFIQUE, VIOLA LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA". 
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27. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-764 

NOTIFICACIÓN FISCAL. SU CIRCUNSTANCIACIÓN EN EL ACTA PARCIAL DE INICIO 

LEVANTADA CON MOTIVO DE UNA VISITA DOMICILIARIA SE RIGE POR LAS REGLAS DE LA 

SANA CRÍTICA.- Toda vez que mediante la jurisprudencia 2a./J. 15/2001 que lleva por 

rubro "NOTIFICACIÓN FISCAL DE CARÁCTER PERSONAL. DEBE LEVANTARSE RAZÓN 

CIRCUNSTANCIADA DE LA DILIGENCIA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO 

FISCAL DE LA FEDERACIÓN)" la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

sostuvo que al realizarse cualquier notificación personal en términos del artículo 137 del 

Código Fiscal de la Federación, debe levantarse razón circunstanciada de lo sucedido, con 

la finalidad de dar cabal cumplimiento a los requisitos de eficacia establecidos en los 

artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo cual 

implica que el notificador debe asentar todos los pormenores de su actuación. Asimismo, 

en distintas ejecutorias fijó diversos aspectos que necesariamente deben establecerse en 

las razones que se levanten para que cumplan con la debida circunstanciación, a saber: a) 

nombre de la persona buscada; b) su domicilio; c) especificar con quién se entendió la 

diligencia; d) indicar a quién se le dejó el citatorio; e) la razón, en su caso, por la que no se 

pudo practicar la notificación; f) los datos de la diligencia que demuestren plenamente 

que la notificación se llevó a cabo en el domicilio del contribuyente; g) si el interesado no 

se encuentra en el domicilio, detallar cómo se cercioró el notificador de esa circunstancia; 

y, h) si la notificación se realiza con un tercero, el fedatario debe asegurarse que éste no 

se encuentre en tal domicilio por causas accidentales. Es así que la circunstanciación de 

una notificación está constreñida a que el personal actuante consigne en el acta respectiva 

cada uno de los hechos que sucedieron durante la diligencia, como constancia de que se 

respetaron las garantías constitucionales mencionadas. En ese contexto, en el desarrollo 

de una visita domiciliaria practicada en términos del artículo 42 fracción III del Código 

Fiscal de la Federación, al levantarse el acta parcial de inicio, en cuanto a la 

circunstanciación de la notificación de la orden de visita respectiva, no puede exigirse que 

se asiente en dicha acta, el desarrollo de cada acción realizada por parte del personal 

actuante, al mismo tiempo en que esas acciones ocurren, pues tal cuestión tiene una 

implicación de carácter lógico, que de acuerdo con las reglas de la sana critica, lleva a 

concluir que no es posible que se realicen ambas acciones de forma simultánea, pues 

tanto la lógica como la experiencia permiten advertir que el orden en el cual transcurren 

las acciones implica que primero se actualiza el hecho y posteriormente se tiene la 

posibilidad de consignarlo en el acta respectiva, por ello, para considerar que los 

visitadores cumplen con los parámetros establecidos con anterioridad, basta con que 

consignen los hechos que hayan ocurrido, respetando en todo momento la inmediatez 

que debe imperar en las actuaciones de la autoridad. 
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28. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-765 

ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. LA CATEGORÍA DEL CONTRIBUYENTE REVISADO 

DERIVA DEL OBJETO DE LA FACULTAD EJERCIDA CUANDO SE TRATA DE LA VERIFICACIÓN 

DE LA PROCEDENCIA DE UNA SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN.- En diversas tesis, el Poder 

Judicial de la Federación ha sostenido que en la orden emitida por autoridad fiscal para 

ejercitar las facultades conferidas en el artículo 42, fracciones II y III, del Código Fiscal de la 

Federación, se debe señalar entre otros datos la categoría del sujeto (contribuyente, 

solidario o tercero), para que se estime que se cumple con lo dispuesto por el artículo 16, 

párrafo primero, constitucional, lo que permite advertir que dicho criterio contempla el 

caso de las revisiones de escritorio o gabinete así como las visitas domiciliarias, ello, con la 

finalidad de dar plena seguridad y certeza al causante y evitar el ejercicio indebido o 

excesivo de la atribución de revisión, en perjuicio de los particulares. Por eso, en el caso de 

la visita domiciliaria que es ordenada por la autoridad fiscal con la finalidad de verificar la 

procedencia de una solicitud de devolución presentada por un contribuyente en términos 

de lo dispuesto por el artículo 22, noveno párrafo, del Código Fiscal de la Federación, se 

debe entender que la orden respectiva cumple con ese aspecto, si se hace del 

conocimiento de contribuyente visitado el motivo de la misma, ya que con ello se 

proporciona certeza al particular de que la autoridad fiscal está ejercitando sus facultades 

en relación con su solicitud de devolución, por lo cual el objeto de la orden en cuestión 

implica que al particular visitado se le otorga la categoría de solicitante. 

 

29. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-767 

VISITA DOMICILIARIA. TRATÁNDOSE DE UNA SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN LA 

AUTORIDAD FISCAL TIENE ESA FACULTAD PARA COMPROBAR LA EXISTENCIA DE LAS 

OPERACIONES QUE SUSTENTAN LA PETICIÓN.- En términos de lo dispuesto por el artículo 

22, noveno párrafo, en relación con el artículo 42, fracción III, ambos del Código Fiscal de 

la Federación, la autoridad fiscal con la finalidad de verificar la procedencia de una 

solicitud de devolución presentada por un contribuyente, tiene la facultad para ordenar 

una visita domiciliaria. Asimismo, si la determinación de una obligación fiscal consiste en la 

constatación de la realización del hecho imponible o existencia del hecho generador y la 

precisión de la deuda en cantidad líquida, es dable entender que el legislador estimó que 

el vocablo determinar no solo comprende la cuantificación de la obligación en una 

cantidad cierta, sino la actividad de establecer y verificar la existencia del presupuesto 

generador del deber de tributar. De ahí, que si la autoridad fiscal en ejercicio de sus 

facultades de comprobación determina que no se pudo comprobar la existencia de las 

operaciones que el contribuyente aduce son amparadas con la documentación en la cual 
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sustenta su derecho a obtener la devolución solicitada, resulta correcto que la autoridad 

fiscal concluya en consecuencia que la exhibición y aportación de dichos documentos es 

ineficaz para demostrar la existencia material de esas operaciones. Lo anterior en función 

de que no basta que los documentos tales como facturas, contratos, registros contables, 

etc., indiquen en su contenido que las operaciones allí señaladas se llevaron a cabo, 

cuando del resultado del ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad de 

referencia conoció que el objeto material de las operaciones es inexistente. 

 

30. Comercio Exterior 

VII-P-2aS-770 

REGLA 2.4.3. DE LA RESOLUCIÓN EN MATERIA ADUANERA DE LA DECISIÓN 2/2000 DEL 

CONSEJO CONJUNTO DEL ACUERDO INTERINO SOBRE COMERCIO Y CUESTIONES 

RELACIONADAS CON EL COMERCIO ENTRE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LA 

COMUNIDAD EUROPEA Y SUS ANEXOS 1 Y 2, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 

FEDERACIÓN EL 31 DE DICIEMBRE DE 2002 Y SUS MODIFICACIONES DEL 30 DE ABRIL DE 

2004, 14 DE DICIEMBRE DE 2006 Y 26 DE ABRIL DE 2007.- SUPUESTO EN QUE LA 

AUTORIDAD ADUANERA DEBE OTORGAR AL IMPORTADOR UN PLAZO DE 30 DÍAS PARA 

SUBSANAR IRREGULARIDADES DETECTADAS EN LA DECLARACIÓN EN FACTURA.- Dicha 

regla establece los supuestos de actuación de la autoridad aduanera cuando con motivo 

del ejercicio de sus facultades de comprobación detecte irregularidades en el llenado de 

un certificado de origen o declaración en factura. En este último supuesto, cuando la 

factura sea ilegible o no se haya llenado de conformidad con lo dispuesto en el Anexo III 

de la Decisión, las Notas Explicativas o dicha Resolución, la autoridad levantará acta 

circunstanciada en los términos de los artículos 46 y 150 ó 152 de la ley, liberando 

únicamente las mercancías que no sean idénticas o similares a aquellas por las que deba 

pagarse una cuota compensatoria provisional o definitiva, devolviendo la prueba de origen 

y otorgando al importador un plazo de 30 días naturales contados a partir del día siguiente 

a aquel en que surta efectos la notificación del acta, para que presente el certificado o la 

declaración en factura, en los que se subsanen las irregularidades mencionadas, de tal 

forma que cumplan con los requisitos establecidos en el Anexo III de la Decisión, las Notas 

Explicativas y dicha Resolución, estableciendo además diversas excepciones. Transcurrido 

el plazo aludido sin que se presente el certificado o la declaración en factura en los 

términos requeridos, la autoridad procederá a determinar las contribuciones omitidas e 

imponer las sanciones correspondientes. Por lo que, con base en esa regla, si la autoridad 

detecta en las declaraciones en factura que no contaban con el nombre y los apellidos de 

la persona que firma la declaración en factura, esto es, del exportador, señalando que no 

se llenaron de conformidad con el Apéndice IV del Anexo III de la Decisión 2/2000, así 

como el artículo 20 del Anexo III y las reglas 2.3.1 y 2.3.2 de la Resolución en mención, es 

evidente que se surte la hipótesis de la regla 2.4.3, debiéndose otorgar el plazo citado para 
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subsanar la irregularidad en mención, y con ello respetar las formalidades esenciales del 

procedimiento, ya que la importadora, antes de la determinación del crédito, puede 

ofrecer las pruebas conducentes. 

 

31. Código Fiscal de la Federación 

VII-P-2aS-775 

CADUCIDAD DE LAS FACULTADES DE LAS AUTORIDADES FISCALES. ARTÍCULO 67 DEL 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- La extinción de las facultades de las autoridades 

fiscales para determinar las contribuciones omitidas y sus accesorios, así como para 

imponer sanciones, establecida en el artículo 67 del Código Fiscal de la Federación, es una 

institución de carácter adjetivo (procedimental), en tanto que se refiere al plazo de que 

disponen para el ejercicio de sus facultades de revisión y de determinación de obligaciones 

fiscales, así como para imponer las sanciones que procedan por infracciones a las leyes 

tributarias, en tanto que no se comprenden conceptos de carácter sustantivo, como lo 

son: el sujeto, el objeto, la base, la tasa o tarifa de las contribuciones, pues sólo regula el 

tiempo que le concede la ley a la autoridad tributaria para iniciar un procedimiento y 

aplicar las sanciones que se deriven de las infracciones que sean imputables a los sujetos 

pasivos de la relación tributaria. No sólo son procedimentales las normas jurídicas que se 

refieren a los actos integrantes de un procedimiento, sino aquellas otras que atribuyen 

facultades a la autoridad para iniciarlo, así como las que afectan la continuidad y atañen a 

la eficacia del mismo, tal es el caso de los presupuestos procesales o procedimentales, 

como: la competencia, la legitimación y la personalidad; o bien, la caducidad. 

Consecuentemente, se apega a este criterio doctrinario el texto del artículo 67 del Código 

Fiscal de la Federación, en tanto dispone que el plazo de la caducidad no está sujeto a 

interrupción y sólo se suspenderá cuando se ejerzan las facultades de comprobación de las 

autoridades fiscales a que se refieren las fracciones III y IV del artículo 42 del Código 

Tributario Federal, y cuando se interponga un recurso administrativo o algún juicio. 

 

32. Ley Aduanera 

VII-P-2aS-776 

CÓMPUTO DEL PLAZO DE 4 MESES A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 152 DE LA LEY 

ADUANERA. CONCLUYE EL MISMO DÍA DEL MES CALENDARIO POSTERIOR A AQUÉL EN 

QUE SE INICIÓ.- El artículo 12 del Código Fiscal de la Federación, establece que cuando los 

plazos se fijen por mes, sin especificar que sean de calendario, se entenderá que el plazo 

concluye el mismo día del mes calendario posterior a aquel en que se inició. Por tanto, si el 

plazo de cuatro meses a que se refiere el artículo 152 de la Ley Aduanera es por meses sin 

especificar que sea de calendario, dicho plazo de cuatro meses concluye el mismo día del 

mes de calendario posterior a aquel en que se inició. 
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33. Ley Aduanera 

VII-P-2aS-777 

RESOLUCIÓN EN MATERIA ADUANERA EMITIDA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 152 DE LA 

LEY DE LA MATERIA, SURTE EFECTOS AL DÍA SIGUIENTE DE SU NOTIFICACIÓN.- Si se toma 

en consideración que la notificación constituye una formalidad que confiere eficacia al 

acto administrativo que se traduce en una garantía jurídica frente a la actividad de la 

administración en tanto que es un mecanismo esencial para su seguridad jurídica, se llega 

a la conclusión de que aun cuando el referido artículo 152, párrafo tercero, de la Ley 

Aduanera no establezca expresamente que la resolución definitiva que emita la autoridad 

aduanera deba notificarse dentro del plazo de cuatro meses, ello no la libera de tal 

obligación, pues de conformidad con la garantía de seguridad jurídica establecida en los 

artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe 

otorgarse certeza al gobernado respecto de una situación o actuación de autoridad 

determinada, más cuando se trata de situaciones procedimentales, que desde luego 

comprende el acto de notificación con la finalidad de que a través de éste se dé 

cumplimiento a los requisitos de eficacia que debe tener todo acto de autoridad en 

términos de los aludidos preceptos constitucionales. Estimar lo contrario implicaría que la 

situación jurídica del interesado quedara indefinida hasta que se notificara la resolución, 

lo que contraría la seguridad y certeza jurídica, así como la propia eficacia del artículo 152, 

tercer párrafo de la Ley Aduanera que persigue a través del establecimiento de las 

consecuencias que se atribuyen al silencio o actitud omisa de la autoridad administrativa 

en donde el particular ha sido objeto de un acto de molestia por el inicio de un 

procedimiento. Además, de acuerdo con los artículos 134, fracción I y 135 del Código 

Fiscal de la Federación, de aplicación supletoria conforme al artículo 1° de la Ley 

Aduanera, los actos administrativos que puedan ser recurridos como acontece con las 

resoluciones definitivas a que se refiere el artículo 203 de la Ley señalada, deben 

notificarse personalmente o por correo certificado con acuse de recibo y surtirá sus 

efectos el día hábil siguiente a aquél en que se efectúe, por lo que el plazo de cuatro 

meses para la emisión de la resolución que determine el crédito a que se refiere el 

indicado artículo 152, segundo párrafo, comprende su notificación y que esta última haya 

surtido sus efectos. 

 

34. Comercio Exterior 

VII-P-2aS-779 

CERTIFICADOS DE ORIGEN. NO REQUIEREN DE APOSTILLAMIENTO, SI NO RESULTA 

APLICABLE LA CONVENCIÓN DE LA HAYA A LOS REFERIDOS DOCUMENTOS.- El artículo 1º 

del Decreto de promulgación de la Convención de la Haya, por la que se suprime el 

Requisito de Legalización de los Documentos Públicos Extranjeros, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 14 de agosto de 1995, establece que la Convención se aplicará a 
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los documentos públicos, precisando que deben considerarse con ese carácter, para 

efectos de la Convención: a) los documentos emitidos por una autoridad o funcionario 

vinculado a una jurisdicción del Estado, incluyendo los provenientes del ministerio público, 

o de un secretario, oficial o agente judicial; b) los documentos administrativos; c) los 

documentos notariales; d) las certificaciones que hayan sido puestas sobre documentos 

privados, tales como menciones de registro, comprobaciones sobre la certeza de una 

fecha y autenticidad de firmas; sin embargo, excluye de éstos a los documentos 

administrativos que se refieran, entre otros, directamente a una operación en materia 

aduanera, como lo son los certificados de origen de una mercancía de importación. Por lo 

tanto, resultan ilegales aquellas resoluciones en las que la autoridad liquide cuotas 

compensatorias, considerando que conforme a la citada Convención requieren de 

apostillamiento los certificados de origen presentados por el importador para acreditar 

que las mercancías provienen de un país diferente a la República Popular de China, en 

virtud de operar la exclusión citada, debiendo declararse la nulidad lisa y llana del acto 

controvertido, por dictarse en contravención a las disposiciones aplicadas. 

 

35. Tratados Internacionales 

VII-TA-2aS-19 

BENEFICIOS TRIBUTARIOS DERIVADOS DE UN TRATADO O CONVENIO INTERNACIONAL. 

SU ANÁLISIS SOLO ES ÚTIL CUANDO SE ESTÁ ANTE UN INGRESO GRAVABLE PARA 

EFECTOS DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA MEXICANO.- El análisis jurídico de los 

beneficios tributarios que puedan derivarse de un tratado o convenio internacional, en 

materia de impuesto sobre la renta, solo es procedente y cobra sentido en el supuesto de 

que el ingreso de que se trate se encuentre gravado de acuerdo con la ley nacional de la 

materia. Lo anterior es así en razón de que la finalidad de abordar el tratamiento fiscal de 

un concepto bajo un instrumento internacional, es determinar si se encuentra o no 

limitada la facultad impositiva de un país, es decir, si debe aplicarse o no el tributo 

previsto en la legislación doméstica, para lo cual es menester primero determinar si el 

ingreso de que se trate se encuentra gravado por la misma, de manera que solo en caso 

de concluirse que sí lo está, podrá acudirse al tratado o convenio. 

 

36. Ley del Impuesto Sobre la Renta 

VII-TA-2aS-21 

INDEMNIZACIONES. SUPUESTO EN EL QUE NO SE CONSIDERAN INGRESOS GRAVABLES 

PARA EFECTOS DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA.- En términos de lo dispuesto por el 

artículo 206, fracción III, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente hasta el 31 de 

diciembre de 2013, se consideran ingresos gravables los derivados de indemnizaciones por 

perjuicios, no así por daños, y al respecto el Código Civil Federal, en sus artículos 2,108 y 

2,109, dispone que daño es la pérdida o menoscabo sufrido en el patrimonio por la falta 
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de cumplimiento de una obligación, en tanto que perjuicio es la privación de cualquier 

ganancia lícita que debiera haberse obtenido con ese cumplimiento. En este orden de 

ideas, si del documento que funge como título indemnizatorio se desprende que no 

pretendió resarcir con la cantidad resultante del cálculo estimado de la ganancia lícita que 

debiera haber obtenido el afectado con el cumplimiento de la obligación, sino que tomó 

en cuenta utilidades futuras hipotéticas y la capacidad para generarlas exclusivamente 

para obtener el costo estimado de las acciones en una empresa, y con ello el monto del 

capital perdido en determinada fecha, debe concluirse que la indemnización es por daños 

y no es ingreso gravable, pues obedece a una pérdida sufrida en el patrimonio, no así a la 

privación de una ganancia lícita. 

 

37. Ley del Impuesto Sobre la Renta 

VII-TA-2aS-22 

RENTA. LOS INGRESOS DERIVADOS DE INDEMNIZACIONES POR PERJUICIOS SE 

CONSIDERAN GRAVABLES PARA EFECTOS DEL IMPUESTO RELATIVO, NO ASÍ CUANDO EL 

RESARCIMIENTO SEA POR DAÑOS.- Las cantidades derivadas de indemnizaciones por 

perjuicios, por voluntad del legislador, se inscriben como ingresos gravables en términos 

del artículo 206, fracción III, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente hasta el 31 de 

diciembre de 2013, en la medida en que obedecen a reponer la privación de la ganancia 

lícita que debiera haber obtenido una persona con el cumplimiento de una obligación, 

esto es, dichos ingresos, al tener como respaldo una utilidad que no llegó a concretarse, 

de cualquier modo modifican positivamente el patrimonio de quien los recibe, como lo 

hubiere hecho la ganancia lícita en sí misma. Sin embargo, en el caso de indemnizaciones 

por daños, las cantidades respectivas no se incluyeron en la ley de la materia como 

ingresos gravables para efectos del mencionado impuesto, lo que es explicable en la 

medida en que obedecen a reponer la pérdida o menoscabo sufrido por la falta de 

cumplimiento de una obligación, por lo que tales cantidades, al no tener como respaldo 

una utilidad, sino el restituir a quien sufrió el daño en su haber patrimonial, no implican la 

modificación positiva del mismo. Lo anterior es congruente con el criterio de concebir a 

los ingresos, en una connotación amplia e incluyente, como cantidades que modifican 

positivamente el haber patrimonial de las personas, siempre que el legislador no las 

excluya expresamente de ser gravadas. 

 

38. Código Fiscal de la Federación 

VII-CASR-NCI-3 

ACREEDOR PREFERENTE RESPECTO DEL FISCO FEDERAL PARA RECIBIR EL PAGO DE 

CRÉDITOS PROVENIENTES DE INGRESOS QUE LA FEDERACIÓN DEBIÓ PERCIBIR. 

ACREDITAMIENTO DE DICHO CARÁCTER ANTE LA AUTORIDAD EJECUTORA.- El artículo 

149 del Código Fiscal de la Federación, señala que como regla general, el fisco federal 
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tendrá preferencia para recibir el pago de créditos provenientes de ingresos que la 

Federación debió percibir, exceptuándose de la citada regla, los adeudos garantizados con 

prenda o hipoteca, de alimentos, de salarios o sueldos devengados en el último año o de 

indemnizaciones a los trabajadores de acuerdo con la Ley Federal del Trabajo, empero 

previéndose que para que operen las excepciones a la regla general ya comentada, será 

requisito indispensable que con anterioridad a la fecha en que surta efectos la notificación 

del crédito fiscal, las garantías se hayan inscrito en el registro público que corresponda y 

que la vigencia y exigibilidad del crédito cuya preferencia se invoque sea comprobada en 

forma fehaciente al hacerse valer el recurso administrativo. Atento a lo anterior, si el 

titular de la garantía hipotecaria acredita ante la autoridad exactora, que existe un adeudo 

vigente por parte del deudor del crédito fiscal que se ejecuta, que dicho adeudo, tiene 

como origen un contrato de hipoteca simple celebrado respecto de un bien inmueble del 

deudor y que esa garantía, fue inscrita ante el Registro Público de la Propiedad y del 

Comercio, con anterioridad a la fecha en que surtió efectos la notificación del crédito 

fiscal, ello, se reputa suficiente para que se le reconozca el carácter de acreedor 

preferente respecto del fisco federal, para recibir el pago de créditos provenientes de 

ingresos que la federación debió percibir, a quien obra como constituyente de la garantía 

hipotecaria, sin que sea necesaria la exhibición ante la exactora, del contrato virtud al cual 

se constituyó la referida garantía hipotecaria, para acreditar el extremo antes descrito. 

 

39. Reglamento de la ley del Seguro Social en materia de Afiliación, Clasificación de 

Empresas, Recaudación y Fiscalización 

VII-CASR-NCI-4 

INCORRECTA CLASIFICACIÓN DE UNA EMPRESA EN EL CATÁLOGO DE ACTIVIDADES 

ESTABLECIDO EN EL REGLAMENTO DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL EN MATERIA DE 

AFILIACIÓN, CLASIFICACIÓN DE EMPRESAS, RECAUDACIÓN Y FISCALIZACIÓN. EL HECHO 

QUE EL SEGURO SOCIAL, HUBIERA LLEVADO A CABO EL REGISTRO CORRESPONDIENTE, 

NO SE TRADUCE EN UNA RESOLUCIÓN FAVORABLE PARA QUIEN OBTUVO ESE 

REGISTRO.- Los artículos 22, fracción I del Reglamento de la Ley del Seguro Social en 

Materia de Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización, señala que si 

el Instituto Mexicano del Seguro Social determina que lo manifestado por el patrón en lo 

relativo a su clasificación no se ajusta a lo dispuesto en la ley, al Capítulo en que se 

encuentra incluido el artículo de trato dentro del Reglamento y al Catálogo de Actividades 

establecido en dicho ordenamiento, hará la rectificación que proceda y la notificará al 

patrón, quien deberá cubrir sus cuotas con sujeción a ella. Por su parte, el diverso ordinal 

29, fracción I del citado Reglamento, prevé que el Seguro Social en términos de la ley 

tendrá la facultad de rectificar la clasificación de un patrón entre otros casos, cuando lo 

manifestado por el mismo en su inscripción no se ajuste a lo dispuesto en dicho 

Reglamento. Atento a lo anterior, es evidente, que el hecho de que el Instituto Mexicano 
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del Seguro Social, inicialmente, hubiera validado la clasificación que de su actividad 

incorrectamente llevó a cabo la empresa, dentro del catálogo de actividades previsto en el 

artículo 196 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, 

Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización, de ninguna manera se constituye 

en una resolución favorable a los intereses de lo patronal, debido a que precisamente para 

evitar que existan o se presenten ese tipo de distorsiones, el Reglamento referido, dota de 

facultades regladas al Instituto Mexicano del Seguro Social, para poder llevar a cabo la 

rectificación de la clasificación que proceda, con el fin de que la actividad que desarrolle 

una empresa, se ajuste a aquella actividad que en realidad le corresponda dentro del 

catálogo de actividades previsto en el Reglamento previamente referido. 

 

40. Código Fiscal de la Federación 

VII-CASA-III-46 

EMPRESARIAL A TASA ÚNICA. EL CRÉDITO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 11 DE LA LEY 

DEL IMPUESTO RELATIVO, NO ES SUSCEPTIBLE DE COMPENSAR DE CONFORMIDAD CON 

EL ARTÍCULO 23 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- El artículo 11 de la Ley del 

Impuesto Empresarial a Tasa Única, regula que cuando el crédito fiscal que se determine 

de conformidad con el primer párrafo del artículo mencionado, podrá acreditarse por el 

contribuyente contra el impuesto empresarial a tasa única del ejercicio, así como contra 

los pagos provisionales del mismo, en efecto, la expresión "podrá" es una expresión 

potestativa que otorga el derecho a los contribuyentes para decidir a su libre arbitrio que 

en caso de tener un crédito fiscal a su favor puedan hacerlo efectivo o beneficiarse 

acreditándolo contra el mismo impuesto, mas esa expresión potestativa no significa que 

puedan utilizarse indistintamente otras figuras sustractivas en materia fiscal, como el caso 

de la figura de compensación contenida en el artículo 23 del Código Fiscal de la 

Federación, pues como ya se precisó, la potestad otorgada a los contribuyentes solo es 

para ejercitar o no, ese derecho a través de la figura del acreditamiento, y no para decidir 

hacer efectivo ese crédito fiscal a través de otras figuras distintas, pues considerar lo 

anterior generaría desconocer la naturaleza de las figuras jurídicas establecidas en las 

leyes fiscales, mismas que tienen finalidades específicas asignadas por el legislador y no 

pueden ser usadas indiscriminadamente a voluntad de los contribuyentes, lo anterior 

atendiendo además al criterio de especialidad, pues ante dos normas incompatibles una 

general y la otra especial, prevalece la segunda, en virtud de que la Ley especial sustrae 

una parte de la materia regida por la de mayor amplitud para someterla a una 

reglamentación diversa. 

 

41. Código Fiscal de la Federación 

VII-CASA-III-47 
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REGLAS I.2.2.4. Y I.2.8.1.4. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2013, QUE 

PREVÉN ALGUNAS CAUSALES PARA DEJAR SIN EFECTOS LOS COMPROBANTES FISCALES 

IMPRESOS CON DISPOSITIVO DE SEGURIDAD DE LOS CONTRIBUYENTES, NO SON 

ILEGALES, DADO QUE NO INCIDEN EN UNA MATERIA SUJETA A RESERVA DE LEY, Y NO 

REBASAN EL CONTEXTO LEGAL Y/O REGLAMENTARIO QUE RIGE SU EMISIÓN, POR LO 

QUE DEBEN DE CUMPLIRSE TALES REGULACIONES.- Del análisis realizado a dichas 

resoluciones misceláneas, se advierte que prevén algunas causales para dejar sin efectos 

los comprobantes fiscales impresos con dispositivo de seguridad, y dejar sin efectos el 

certificado de sello digital que hubiere emitido, como lo sería cuando las autoridades 

fiscales, no localicen al contribuyente, este desaparezca, durante el procedimiento, no 

ponga a disposición o no presente su contabilidad, o bien se tenga conocimiento de que 

los comprobantes fiscales emitidos, se utilizaron para amparar probables operaciones 

inexistentes, simuladas o ilícitas, y como consecuencia de ello, se les negará la aprobación 

de nuevos folios y se tendrán por cancelados los folios que no hayan sido utilizados a 

partir de que surta efectos la notificación de la resolución correspondiente. Ahora bien, el 

artículo 29, fracción II del Código Fiscal de la Federación, señala que el sello digital 

permitirá acreditar la autoría de los comprobantes fiscales digitales por Internet que 

expidan las personas físicas y morales, el cual queda sujeto a la "regulación aplicable", y 

que el Servicio de Administración Tributaria establecerá mediante "reglas de carácter 

general" los requisitos de control e identificación a que se sujetará el uso del sello digital 

de los contribuyentes. Por lo tanto, las reglas misceláneas invocadas, son legales toda vez 

que el artículo 29, del Código invocado, remite a ellas, como clausula habilitante, por lo 

que no inciden en una materia sujeta a reserva de ley, y no rebasan el contexto legal y/o 

reglamentario que rige su emisión, y en consecuencia deben de cumplirse tales 

regulaciones, pues es claro al establecer que se debe de sujetar a las reglas de carácter 

general, emitidas con fundamento en el artículo 33, fracción I, inciso g) del Código citado. 

 

42. Ley del Seguro Social 

VII-CASA-III-49 

RECLASIFICACIÓN DE EMPRESAS Y DETERMINACIÓN DE GRADO DE RIESGO PARA EL 

GRUPO DE TIENDAS DEPARTAMENTALES ESPECIALIZADAS POR LÍNEA DE MERCANCÍAS.- 

LA RECTIFICACIÓN DEBE TOMAR EN CUENTA LOS SUPUESTOS Y LAS EXCEPCIONES 

PREVISTAS EN EL CATÁLOGO DE ACTIVIDADES DEL ARTÍCULO 196 DEL REGLAMENTO DE 

LA LEY DEL SEGURO SOCIAL EN MATERIA DE AFILIACIÓN, CLASIFICACIÓN DE EMPRESAS, 

RECAUDACIÓN Y FISCALIZACIÓN.- Si del aviso de registro así como de los procesos de 

trabajo presentados por la empresa actora ante la autoridad y que fueron tomados en 

cuenta para emitir las resoluciones combatidas, se desprende el giro y las actividades que 

realiza como tienda departamental por línea de mercancía, es claro entonces que la 

autoridad debe ajustar a la empresa al grupo, fracción y clase que incluya dichas 
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actividades, resultando ilegal que la autoridad pretenda ubicar a la empresa en una 

fracción que si bien puede incluir algunas de las actividades registradas bajo el grupo de 

mérito, específicamente excluye a las tiendas de departamento especializado por línea de 

mercancía. Por lo tanto si la fracción pretendida por la autoridad señala claramente una 

excepción relativa a tiendas de departamentos especializados por línea de mercancías, es 

claro entonces que dicha empresa no encuadra en la fracción y clase asignada por la 

autoridad. En tal sentido si la fracción pretendida por la autoridad si bien corresponde al 

grupo, pero establece una excepción relativa a tiendas de departamentos especializados 

por línea de mercancías de las actividades, ello no lo puede pasar desapercibido por la 

autoridad, al ser una razón por demás suficiente para demostrar que el giro de la empresa 

no se encuentra comprendida en la fracción y clase referidos por la autoridad. Por lo 

tanto, la autoridad al determinar la rectificación de la prima de riesgo de trabajo, debe 

atender a los supuestos y excepciones precisados en el catálogo de actividades previsto en 

el artículo 196 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, 

Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización. 

 

43. Ley Federal de los Derechos del Contribuyente 

VII-CASA-V-63 

MULTA DEL 20% DE LAS CONTRIBUCIONES OMITIDAS. SU PAGO DEBE EFECTUARSE AL 

MOMENTO DE LA AUTOCORRECCIÓN.- La Ley Federal de los Derechos del Contribuyente 

establece en su artículo 17, primer párrafo, que los contribuyentes que corrijan su 

situación fiscal pagarán una multa equivalente al 20% de las contribuciones omitidas, 

cuando se paguen estas junto con sus accesorios, después de que se inició el ejercicio de 

las facultades de comprobación de las autoridades fiscales y hasta antes de que se 

notifique el acta final de la visita domiciliaria o el oficio de observaciones, según el caso. 

Por tanto, si el pago de la referida multa está ligado al momento en que el contribuyente 

autocorrija su situación fiscal, ello se traduce en que dicho pago debe hacerse 

conjuntamente con la autocorrección, sin que esto se considere una opción para el 

contribuyente, ya que para obtener la aplicación de tal porcentaje debe efectuar el pago 

de las contribuciones omitidas junto con sus accesorios, incluida en estos la multa 

correspondiente del 20%, pues de no realizarse así, no se colma el supuesto previsto en el 

dispositivo legal de trato. 

 

44. Ley Federal de los Derechos del Contribuyente 

VII-CASA-V-64 

MULTAS DE FONDO PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 76, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO 

FISCAL DE LA FEDERACIÓN. SON PROCEDENTES SI EL CONTRIBUYENTE NO ACREDITA 

HABER REALIZADO EL PAGO DE LA MULTA EQUIVALENTE AL 20% DE LAS 

CONTRIBUCIONES OMITIDAS CUANDO AUTOCORRIGIÓ SU SITUACIÓN FISCAL.- El 
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precepto legal aludido prevé en su primer párrafo una facultad de la autoridad para la 

aplicación de las multas que correspondan del 55% al 75% de las contribuciones omitidas, 

cuando la comisión de la infracción que origine la omisión total o parcial en el pago de las 

contribuciones, excepto las de comercio exterior, sea descubierta por las autoridades 

fiscales en ejercicio de sus facultades de comprobación. También se establece en el 

segundo párrafo del numeral en comento que cuando el infractor pague las 

contribuciones omitidas junto con sus accesorios después de que se inicie el ejercicio de 

las facultades de comprobación de las autoridades fiscales y hasta antes de que se le 

notifique el acta final de la visita domiciliaria o el oficio de observaciones, según el caso, se 

aplicará la multa establecida en el artículo 17, primer párrafo, de la Ley Federal de los 

Derechos del Contribuyente. Por su parte el artículo 17 invocado prevé en su primer 

párrafo un derecho en favor del contribuyente consistente en pagar una multa 

equivalente a un 20% de las contribuciones omitidas cuando autocorrija su situación fiscal 

y pague dichas contribuciones junto con sus accesorios. Por tanto, si el contribuyente 

acredita únicamente haber pagado el impuesto a cargo, la parte actualizada y recargos, 

antes de que se le notifique el acta final de la visita domiciliaria, pero no que pagó la multa 

equivalente al 20% de las contribuciones omitidas en el mismo momento en que realizó el 

pago de estas, entonces, no se cumple con la condicionante que prevén los numerales en 

comento relativa a que el infractor pague las contribuciones omitidas junto con sus 

accesorios cuando autocorrija su situación fiscal, máxime que las multas son consideradas 

un accesorio de la contribución, en términos de lo previsto por el artículo 2 del Código 

Fiscal de la Federación. En tal sentido, al no actualizarse los supuestos previstos en el 

segundo párrafo del artículo 76 del Código Fiscal de la Federación y primer párrafo del 

diverso 17 invocado, son válidas las multas de fondo impuestas por la autoridad 

fiscalizadora equivalentes al 55% de las contribuciones omitidas. 

 

45. Código Fiscal de la Federación 

VII-CASA-V-65 

RESPONSABILIDAD SOLIDARIA. CÉDULAS DE INVESTIGACIÓN DE PATRONES NO 

LOCALIZADOS O INSOLVENTES. NO ACREDITAN LA NO LOCALIZACIÓN DEL DEUDOR SI NO 

ESTÁN DEBIDAMENTE CIRCUNSTANCIADAS.- Al tener naturaleza homóloga las cédulas de 

investigación de patrones no localizados o insolventes y las notificaciones personales, 

resulta aplicable en ambos casos lo dispuesto en el artículo 137 del Código Fiscal de la 

Federación, por lo que unas y otras deben cumplir con los requisitos señalados en el 

citado precepto legal. De este modo, no resultan válidas dichas documentales para 

acreditar la no localización de un deudor y menos aún para soportar legalmente una 

determinación de responsabilidad solidaria atribuida a la citada no localización, si en ellas 

no se encuentra debidamente circunstanciada la forma en la que se constató la ausencia 
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del patrón, como es el caso de omitir asentar las preguntas expresas que se le formularon 

a los vecinos, las respuestas exactas y si se les solicitó que se identificaran, entre otros. 
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